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Antecedentes

En ochenta y ctnco años de exístencta, la Uníversídad no
tomó una sola iniciativa en forma de ante proyecto de ley, .
para organizarse, disciplinarse y regularizar sus servicios.

Ha eído 'el Poder Oent.ra.l, siempre, el que le hs, dado á
la Uníveraídazs las pocas leyes - muy antiguas é insufi-
cientes - que la rigen.

En Noviembre d'e 1933 (carpeta N.? 132) fué repartido
un proyecta de ref,orma del Legtalador Enrique Crosa, in-
formado, el 14 de mismo mes y año, por la Comisión Parla-
ruentaría respecttva, la cual presentó otro ,proyecto 6uSUtU-
tívo.

Durante .los meses subsiguten.tes se mantuvterouesos pro-
yectos en la orden del día, reslsttdoe por el Ministro de Ins-
trucción Pública, quien a su vez, presentó en nombre del
P. E. el que, ron las modificaciones en é' introducidas por
la Comtsíón Permanente, quedó sancionado elLO de Mar-
zo, promulgado el día 2 y publicado en el Diario Oficial con
fecha 19 de Marzo de 1934.

Conviene recordar nue, en mensaje de 15 de Marzo de
1922, el Poder Ejecutivo expresó a la Asamblea:

"La Uníversídad ha pedido que en esta ocasión se recuer-
de al Cuerpo Legislativo, que aún está a la espera de la
ley Que fije los limites !le la autonomla- que debe serIe
acordada, por disposición expresa de la Constitución".
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Documentos Oficiales

1

Ley Orgánica de la Universidad
Poder Legislativo.

Asamblea Deliberante.
Comisión Legislativa Permanente.

La Comisión Legislativa Permanente, en ejercícío de las
tacultades q.ué le <confiere la ley de 16 de Noviembre de
1933,

DECRETA:

Artículo 1.0 Corresponde al Consejo Central Universitario
(·jereer la superintendencia dír ectíva, correccíonal, consulti-
va y económica: sobre los Consejos Directivos de todas las
Facultades, Escue.las, Institutos Ctenttficos y Secciones ín-
tegrantes de la UnLversidad de la República, pudiendo dic-
tar para el efecto, las ordenanzas necesartas.

En razón de tal supertntendencía puede también el Con-
sejo Central UniversitarLo, siempre que notare que algún
Consejo, Decano, miembro del Consejo, o cualesquiera ,otros
funcionarios técnicos o admínístratívos del orden univer-
sitarios hayan .ímcu.rr-ídoen cualquior acto u ornísíón que
apareje responsabílfdad penal, civil o admínistra.tíva que no
ha recibido la sanción que corresponda lSegún la ley, los re-
glamentos o las ordenanzas uníversítartas, reconvenir a la
autoridad que haya dejado impune el hecho a fin de que
aplique la referida sanción.

Puede asímísmo prevenir, amonestar o censurar la con-
ducta de las personas ocormoracíones aludidas, cuando ejer-
cieran da un modo abusivo las facultades discrecionales
que la ley les confiera o {mando ñaltaren a sus deberes, sin
perjuicio de formar el corrésoondíente sumario administra-
tivo si a su juicio procediera.
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Art. 2.° Cuando níriguna d e las medidas ar-ticuladas pre-
cedentemente d ieran el debido resultado, el Oonsejo. Centr-al
L'nlversftarto podrá disponer la íntervencíón de la F'aou Itad ,
Esc·uela, Instltnuto o Sección -en que se hubiere producido
<'1 hecho determinante d e aqnellas medidas, suspendtendo
preventtvam en te a las autoridades respeetívas y dJesig~ndo
de su seno luna o más Ipersonas. q.ue asuman las funciones de
las autoridaJdes suspensas, Interfn se sustancian y resuelven
los procedímientos decretados.

Parra disponer la intervención que autoriza este artículo,
se requerirá la contormídad de la mayor-ía absoluta de los
miembros que integren el Consejo 'Central Universitario.

Al efecto serán convocados dichos miembros para sesión
especial. índícándose en la convocatorta respectiva, en for-
ma expresa, .el motivo 'de la sesión

Art. 3.° De las resoluciones de los Consejos, cualquiera
sea el carácter ,de las mismas, podrá apelarse dentro del tér-
mino de d íez días a contar del stgutento de la resotucíón in-
clusive, para ante el Consejo Oentrllil Universitario, el cual
fallará en definitiva.

QuedaIL exceptuadas, sin em'barg0, las resoluciones de ín-
dole estrictamente rtécnicas.

En caso de 'duda sobre su verdadera naturaleza, o de ser
compleja la reso lucíón, como, por ejemplo, si :1'u.eraen par-
te admtntstrattva o financiera y en parte técnica, se reputa-
;'ú apela.hle. Las .resolucíones que recaigan en los recursos
de ape laeión serán siempre motivadas.

Art. 4.° La renovación de las resoluciones dictadas por los
Consejos Dírectívos requerirá el voto conforme de la ma-
yoría. absoluta de los presentes, a condícíón de que hava el
quórum 'eXigido para sesíona.r, de acuerdo con los Regla-
mentos vigentes.

Art. 5.° El Consejn Central Universita:rio al tomar cono-
cimiento del recurso, declarará si éste tiene o no efecto
suspensívo y lo hará saber de inmediato a la autoridad re-
currida.
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Cuando se le atrtbuya este efecto, el recurso será rosuel-
to dentro de 'los diez días de esta declaración.

En caso contrario, la resolución deberá dlctarse dentro de
ios treinta días.

'I'ranscua-rtdos estos términos sin que se produzca resolu-
ción, caducará la jUlris1diocióndel Consejo Central Univer-
sitario en el asunto y quedará firme el acto reclamado, sin
perjuicio de las responsabilidades a que éste y S'Uconfirma-
ción tácita 'Pudieran dar lugar.

Art, 6.° El Rector de la Universidad será designado por
el Poder Ejecutivo. Del propio modo serán designados los
Decanos de las Fae'Ultades y Secciones, bien que dentro de
terna 'que le será propuesta por el Consejo respectivo. (1)

Art. 7." Para ser designado Rector de L1 Universidad se
requieren las siguientes condiciones:

1.a Hallarse en ejercido de la ci.udadanía.
2.a Haber cumplido cuarenta años de edad.
3." Haber desempeñado con anterioridad la Rectoría o

haber sido Decano de cualquiera de las Facultades o
Profesor universitario incluyéndose a este sólo efec-
to, en esta categorfa, tanto a LosCatedráticos o Pro-
fesores titulares, como a los interinos: como a los
ad bonoram o a los encargados de grupos, hállense o
no actualmente en el ejercicio de sus cargos.

4.a Poseer título universitario.

,
Art. 8.0 Para ser designado Decano de Facultad o Sec-

ción se requieren las siguientes condíeíones:

1.' Hallarse en ejercicio de la ciudadanía.
2.' Haber cumplido treinta y cinco años de edad.
3." Ser Profesor en actividad en la F'acuItad o Sección

de que se trate, reputándose Profesor, a este sólo
efecto, a los Catedráticos o Profesores titulares, los

( 1) En suspenso por decreto - ley 9 de Marzo de 1934.
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interinos y los Encargados de Grupo, y los Profeso-
res libres con más de diez años de ejercicio de sus
cátedras,

4.' Poseer el título superior expedido por la respectiva
FaJcultad.

Art 9.° Declarase que el término de duración de las fun-
ciones de los Decanos a que se refier.e el artículo 10 de la
ley 31 de Diciembre de 19O8, como el de las Iunclones de
Dírecto.r de Liceo y de los miembros de cualquiera de los
Consejos Universitarios, se contará por períodos Njos. En
CMO de vacancia de esos cargos, corresponderá al nuevo ti-
tular complementar el período que habría correspondido a
su antecesor, de no haberse operado la vacancía del cargo,
de acuardo con lo que dispone el artículo 9.0 (apartado fi-
nal) de dicha II€Y, sobre duractón de las funciones de los
miembros de los Consejos.

Art. 10. Todos los planes de estudio, así como sus modi-
ficaciones serán organizados por los respectivos Consejos
Directivos, los cuales los comunícarán al Consejo Central
Universitario para su aprobación, o para q'le formule las
observacíones que su estudio sugiera, devolviendo los ante-
cedentes ,de lo actuado al Consejo de su procedeneia. Si és-
te rechazara las enmiendas se estará a lo que s ~ decida ,por
dos tercios de los componentes del Consejo Central Umver-
sitario.

Transcurridos treinta días sin que el Consejo Central Uni-
versitario hubíeso hecho conocer sus observaciones al infe-
rior, se tendrá por aprobado el nuevo plan o sus modifica-
ciones, tal cual lo hubieran sido por el Consejo Dirootivo .

Aprobado por la Universidad un plan de estudios se ele-
vará al Ministerio de Instrucción Pública de acuerdo con lo
dispuesto por el artículo 11 de la ley die 31 de Diciembr.e de
1908.

Si la reforma afecta al número de años de estudíos o al
de materias que integran los cursos con relacíón al plan vi-
gente, deberá someterse el proyecto al Poder Ej~utÍIVo para
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que a su vez lo someta con sus observaciones a la considera-
ción y aprobación del Poder Legislativo, (2)

Art. 11. Contra las resoluciones de segunda instancia dic-
tadas por las autorida:des universitarias, sean expresas o
tácitas, que violen alguno de los derechos que en favor de
particulares o da funcionarios la legislación consagra, habrá
una acción contencíoso-admínístratíva por lesión de dere-
chos, que deberá ser 'promOlVida'por el interesado ante la
jur isdícclón .respect.íva ,y en "Víaordíuarta, dentro de los se-
eenta días de dictada,

En todos los casos en que el órgano [udícíal haga lugar
a estas .a.cciones, deberá dejar expresamente a salvo, en su
fallo, las ·providencias o acciones que, <contra los runcíona-
r-íos que hubiesen intervenido en la elaboración o sanción
del acto í rregu.laa-, por responsabilidad personal penal, ci-
vil o administrativa competan, como consecuencia de dicho
acto, a.l Estado, a la Universidad o a los funcionados o par-
ticulares afectados.

La prescripción de tales acciones corre a partir de la fe-
cha en que quede efecutortada la sentencia judicial.

Las sentencias definitivas que se dicten en estos juicios
deberán ser siempre eomuutcadas por el Juez de Primera
Instancia al Ministerio de -Inat.rucclón Pública, para que el
Poder Ejecutivo provea lo que a su jubcio en cada, caso co-
rresponda, en relación con las responsabilidades pendientes.

A,r.t. 12. Deróganse lMl/ disposiciones que se opongan a la
presente ley.

Art. 13. Comuníquese, ete.

Sala de Sesiones de¡ la Comi3ión Legíalatíva Pe.rmanente,
en Montevideo a 1.0 de Maezo de 1934.

JOSE G. ANTUÑA, Presidente. - Arturo
Miranda, Secretardo.

( 2 ) En suspenso por decreto - ley 9 de Marzo de 193(.
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Mlníeterto de Instrucción Pública.

Montev~deo, Marzo 2 de 1934.

Cúmplase, acúsese recibo, comuníques s. puhlíquese e in-
sértese en el Registro Nacional de Leyes. - TERRA. -
HORACIO ABADIE SANTOS.



II

Decreto. Se suspende la aplicación de dos
artículos de la ley Orgánica de la Univer-
sidad

Ministerio de Instrucción Pública.

Montevideo, Marzo 9 de 1934.

Vista la gestión promovida ante el Ministerio de Ins-
trucción Pública por el Consejo Central Universitario, a
fin de que se suspenda la vigencia de la ley Orgánica de
la Universidad de 2 de Marzo de 1934, interín dicha cor-
poración formula las observaciones que le sugiera;

Resultando : Que debidamente cornpulsadas las opinio-
nes que se han hecho públicas sobre este tema, de ellas
se desprenden dos motivos de críttca en torno de los cua-
les se ha polarizado un inequívoco sentimiento de preven-
ción, a saber ;

1.. La disposición del artículo 6.·, que restableee, aplí-
cándolo al régimen de elección de Decanos, el antiguo
sistema de las ternas organizadas en otros tiempos por
la Sala de Doctores, para que en ellas escogiera el Poder
Ejecutivo al Rector de la Universidad.

2.0 La díspostcíón del artículo 10, por la cual se sustrae
al Consejo Directivo de Enseñanza Secundaria, la facul-
tad de 1l1:lo;yectary allrobar 1l0r su llroDia autoridad y defi-
nitivamente, los .planes de estudio, con el objeto de en-
tregarla, da-da la importancia de esa atribución al Poder
Legislativo, tal cual lo establecen las leyes anteriores res-
pecto de los planes de estudio que rig1m en las Facultades.
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De tan excesiva atribución, el artículo 10 sólo mantuvo
en la competencia del Consejo Directivo, la parte del pro-
ceso relacionado con la iniciativa y anteproyecto, devcl-
viéndole al Parlamento el derecho de resolver definitiva-
mente tan grave asunto que, además de afectar a la cul-
tura nacional. en forma transcendente, gravita a causa del
costo ~'e servicio que el plan determina. sobre los dineros
públicos cuyos destinos deben ser contra toreados por la Re-
presentación Nacional;

Considerando: Que de la economía f.:e esta ley orgánica,
surge en forma objetiva y concreta la finalidad de coordí ,
nar la acción universitaria estableciendo las normas fun-,
damentales externas que regulen el Gobierno propio de la
Universidad, en forma definitiva y amplia, hecho éste que
no ha sldo desconocido por muchos universitarios presti-
giosos que han logrado sustraerse a expltcables ínf luen-
cias derivadas de las preocupaciones del excepcional mo,
mento político por el que atraviesa el país;

Considerando: Que aun quienes han analizado la ley en
sí misma, como un documento técnico que es, aislado do
la actualidad en que se produce, con abolición d-e todo
preconcepto extraño al tema técnico que su texto rige, for-
mulan sus reservas, respecto G.'e los dos artículos aludi-
dos, el 6.' y ellO, lo cual aconseja un nuevo examen' de
las materias en ellos contenidas, brindándose al Consejo
Central Universitario la oportunidad de formular las ob-
servaciones q.ue a su juicio proceden al efecto del perfec.
cionamiento de la ley; •

Que fundadas o despojadas de fun~'amento aquellas ob-
jeciones, lo cierto es que no deben S8r mantenidas PIl vi-
gencia, a fin de abrir espacio, por medio de su suspensión
para que se estuuien otras fórmulas sustitutivas que per-
mitan entregar por entero a la Universidad la elección de
Rector y Decanos, sin perjuicio de crear un régimen le.
gal de garantía j:urí~ica que, en la misma medida que
acentúe el Gobierno propio de aquélla, acreciente la res-
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ponsabilidad funcional e índlvidual directa de 'sus gestores,
por ser principio ético, indeclinable, que a mayor libertad
corresponde mayor responsabilidad;

Considerando: Que tiende a f.avorecer la resolución que
se acepta, por una parte, la especial ctrcunstancía de que,
de las disposiciones que permanecen en vigencia, sólo se-
rán de inmediata aplicación muy pocas de eltas, pues co-
rresponden las más, a situaciones futuras. lejanas, algunas
improbables, como ser la lesión de un derecho e interés
legítimo tutelable por el Poder Judicial; y por otra parte
la creación del propío contralcr de la Uníverstdad, que
permitirá que en su propio seno se logren las soluciones
de justicia mediante el régimen c1e recursos puramente ad,
ministratívos ;

Considerando: Que si bien es norma de buen Gobierno
la persistencia de las decisiones que se adopten en cuanto
ellas tiendan a crear, modificar o suprimir ,un estado ju-
rídico cualquiera, no es menos cierto que caben aternpe-
raciones al principio, máxime si de la suspensión momen-
tánea del acto puede-n derivarse más bene ñclos sociales
permanentes que perturbaciones transitorias;

Por estos fundamentos,
El Presidente de la República, en ejercicio de sus fa-

cultades extraordinarias ,

Decreta:

Artículo 1.9 Suspéndese la aplicación de los artículos
6.0 y 10 de la ley Orgánica de la Universidad de 2 d" ~'1ar-
zo de 1934, a la espera de que el Consejo oentrst Un íver-
sitario estudie y proponga las normas sustttutivas que a
su juicio e'eben regir las materias. que a ello!'! se refieren,
sin perjuicio de las observaciones que la le] de que ~e
trata les sugiera, a los efectos oportunos de su perfeccio-
namiento.
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Art. 2.° Dése cuenta a la Oomíaíón Logíslatíva Perma-
nente, de esta resolución.

Art. 3,9 Comuníquese, insértese y puhlíquese. Tli:-

ImA. - HORACIO ABADIE SANTOS,



Ilr
Texto del Mensaje

Comisión Legislativa Permanente.

"Poder Ejecutivo.

Montevideo, Febrero 26 de 1934.

A la Comisión Legislativa Permanente:

La Presidencia de la República, en mérito a los Í':m-
damentos contenidos en el presente mensaje, ruega a esa
Comisión se digne tratar C-OOl carácter de urgente el ad-
jiunto proyecto de ley orgánica de la Unlverstéad de la Re.
pública.

Las razones que determinan la sanción de la ley de la
referencia, surgen de la exposición de motivos que a con-
tinuación se desarrolla.

El motivo de la urgencia radica en el hechü de la pró-
xima iniciación del año académico.

En efecto: en los primeros días del próximo mes da
Marzo, la Universidad entra en su período do actividad.
Es necesario que al terminar el receso de los institutos de
enseñanza media y superíor, se halle en vigencia. la nueva
ley orgánica para que a ella se ajusten las gestiones paraüza-'
das por el período c!'El vacaciones próximo a expirar.

1

Posición del Problema

Al estudiar el Poder Ejecutivo el presupuesto de ~a
Uníversídaó, ha comprobado una vez más la ausencia de un
régimen jurídico que le imprimiera a las ínstltucíones do-
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centes que la integran, cierta unidad administrativa, fi-
nanciera y técnica.

Las leyes orgánicas de 1885, 1889 y 1908 suficientes en
S,(~ respectivas épocas para regular el funcionamiento de
tres Facultades Superiores y una Sección de Enseñanza
Secundaria y Preparatoria cuyos alumnados no excedían
en total de unos pocos cientos, han perdido casi por com-
flieto su eficacia ante la necesidad actual de ordenar ton
"i"lema integrado por nueve Facultades o Escuelas Su-
perfores, una Secctón compuesta por unos vetnttcínco centros
docentes de segunda enseñanza" disper sos en el territorio
nacícua.l, un claustro de profesores torrnado por más de
un millar de personas y una población universitaria re,
presentada por una masa mayor de catorce mil j'óvenes
que cursan sus estudios en todo el país.

En pleno goce de sus fueros, la Universidad de la Re-
pública ha evolucionado en los últimos tiempos, despla-
zándose por completo de sus viejos estatutos fundamenta-
les, hoy estrechos y vetustos, privada casi en absoluto de
un régimen juridico adecuado a 13.iS extgencias de su enti-
dad autárttca, n.anteniendo su prestigio a expensas de una
grar. tradición, que en el orden científico permitía el ac-
ceso a su gobierno de las mayores capacidades del pals,
quo en el orden moral hacía sentir la a rtor idad Je S

'
1S

más destacados maestros y que en el orden financiero' se ca-
racterizaba por un espíritu de gran desinterés, una admi-
nistración bien ceñida en lo económico y una noble pobreza
sobrellevada con indiscutible austeridad.

La ausencia de normas legales sistematizadas, hubo de
ser suplida por composiciones de equidad, cierto régimen
propio de usos, prácticas costumbres y estados de cosas
o "modus vivendi" mediante los cuales los Consejos Di-
rectivos, los Decanos y Directores de Servicios arbitraban
caso a caso, soluciones que permitían vencer las dificul-
tades y obviar los obstáculos a medida que ellos iban sur-
giendo.

Poco a poco, la alta autoridad central de esos servicios,
integrada por los Decanos y delegados de las escuelas ba,
jo la presidencia del Rector, ha ido decayendo en forma
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tan señalada, que en, la' actualidad puede afirmarse cate-
góricamente que el Consejo Central aparece despojado del
gobíerrio uníverstta.río a, causa' de un largo proceso de ab-
sorción de nus facultades y cotnetídos financieros, técnicos y
admtnístratívos, operado en beneficio de los diez Conse-
[os Directivos actuales, cada uno de los que gira sobre
órbita propia, con menoscabo G'e la unidad que debe ea,
ractírtzar la' exístencía de tan -ímportante personalídad
jurídica, y que le ha sido impuesta por sus leyes orgáni-
cas.

1.· En el orden financiero. se observa la ínsutlclencia de
su Cüntaduría que pierde más y más su ,poder de contra-
lar sobre las F'acul tades y Escuelas, pues las leyes de Pre-
supuesto resultan neutralizadas por disposiciones reglamen-
tarias emanadas de cada Consejo, al amparo ,de,pretendi.dos
fueros parciales, que de ninguna manera podrían tener la
virtud de desvtrtuar las disposiciones del legislado.r. La ad-
ministración de rentas propias de la ínstítucíón, que perte-
nece legal y exclusivamente al Consejo universitario, ha caí-
do prácticamente en manos de los servicios que las perciben,
con, violación de la ley 31 G'eDiciembre de 1!l..08,artículo 13,
inciso. B). 'o.

2.° En el orden administrativo se observa la relajación to-
tal del vínculo jerárquíco, hecho extraordinario que ha apa,
tejado la decadencia de los recursos legales de aquella índo-
le que permitirían la ratificación, reforma o anulación de
los actos admíu ístrativos emanados de los Consejos de Fa-
cultad o d el de la Sección de Enseñanza Secundaria.

3.• En el orden técnico, ,el gobierno propio de cada centro,
impide coordinar los planes de estudio y reglamentos inter-
nos, en una terma científica que le imprima al sistema una
ñsorromía propia y definida.

Pues bien: ,tal estado de cosas propenso a la arbitrariedad,
dominado por el desorden o el desarreglo o la ínarmonía en
tre los componentes del servicio, ha podido, no obstante,

2.
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mantenerse con decoro, merced a la categoría moral de los
dirigentes, muchísímos de ellos animados pcr un alto espíri-
tu universitario y un profundo amor a la causa de l~ ense-
ñanza supertor del país.

Sin embar-go, la actual vastedad' de los organismos que in-
tegran dichos servicios, la profusión de los claustros y la
existencia de un alumnado excesivamente numeroso, exige
en forma imperiosa un ordenamiento. jurídico debidamente
centralizado. de acuerdo con la letra y el espíritu de las PTe-
citadas leyes y con las disciplinas .proplaa de las institucio-
ues de su naturaleza y carácter.

Es urgente devorverle al Consejo Universitario toda la au-
toridad encumbrante de esos servtcics que le corresponde,
jerarquizando bajo su églda los diez centros docentes que
de él dependen y que con él se articulan por medio, de las re-
presentaciones que allí acreditan por ministerio la ley,
Decanos y delegados de las Escuelas.

y en tanto la Sección de estudies secunda·rios y prepara.
toríos no sea excindida y organizada como una institución
aparte, de enseñanza .:primaria superior, sin carácter univer-
sitario. los veinticinco o. treinta centros de enseñanza de' su
dependencia esparcidOS por todo el país, deben quedar me-
diatamente subordinados al Consejo Oentral, por un sistema
de .procedimentos y recursos administrativos que restrinjan
en el grado que corresponda el poder omnímodo que en la
actualidad caracteriza la gestión del oonseío Directivo co-
rrespondiente bajo cuya autoridad inm.ediata deberán per;
manacer todos los líceos

No. es posible que cada Escuela se gobierne a su manera:
que cree su derecho o estatuto particular; que 10 aplique por
su propio órgano sin examen ultertor por el j1erarca común,
y que se oríente en lo técnico, administrativo y financiero
obedeciendo a una políttca propia, acaso. incompatible con la
orientación general 'del instituto, constderado como entidad
unitaria pnr las leyes y las costumbres del país.

Gran parte del desorden que reina en las finanzas univer-
sitarias, la carestía del servicio y los conflictos que en ella
se han producido, acaso no obedescan a otra causa profunda
que .no sea una suerte de continuo balanceo. a que taUníver-
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sidad se ha hallado sometida, entre un sistema de rutinas
ancestrales y otro sistema de utopías librescas.

Parece d íffcí l que puedan avenirse y armonizarse los altos
ideales de reformas avanzadas, algunas de ellas demastado
teóricas, que han sido acariciadas por los gestores del ínte,
rés dídáctíco de la Un íveraldad, con un régimen jurídico des-

arreglado y arcaico al cual han venido superponiéndose leyes
parciales c:esvirtuadas inicialmente por el espíritu de rutina
que ha servido de base a la modificación.

Por lo pronto, hay que centralizar el sistema de acuerdo con
las propias leyes que debían regirlo, y jerarquizar sus de-
pendencias <según los principios de la autarquía o indepen-
dencía administrativa.

Sobre esa estructura fundamental de que informa el pro,
yecto adjunto, habrá que reorganizar cada Consejo Académi-
co en forma tal, que alumnado, profesorado; personal técni-
co auxiliar, personal administrativo directivo y subalterno,
como los terceros interesados en la gestión 'Universitaria o
los organismos públicos interferentes con estos servidos, que-
den jurídicamente disciplinados a fin de quc la Universidad
desenvuelva su acción cultural en el sentido C'e la más am, '
plia consecución de los f ines que por S11 creación le fueron
impuestos.

El pensamiento central en que se inspira el adjunto pro-
yecto de ley de reorganización uníversttarla propen dc, como
queda dicho, al restablecimiento de la unidad uníversttarta..
cer trs.üzando todos los servicios bajo Ia dírecc ión y vigilan-
ciadel Consejo que preside el Rector.

Esa centralización operará acentuada mente en el orden
financiero y administrativo, respetando en el grado y medida
que corresponda las facultades propias de los Consejos Di-
rectivos, en el orden estr ictamerrte técnica de cada especia-
lid,ad.

Leyes ulteriores detíntrán el alcance y h cornnetencla de
cada uno de ellos, de acuerdo con íos prtncípíos científicos
del Derecho Administrativo.

Expue,gtos los motivos de esta reforma por la que se pro-
cara no rozar el fondo del problema a fin de evltar cualquier
acción perturbadora de los servicios de que se trata, "asa el
Poder Ejecutivo a comentar someramente el alcance de los
textos positivos que se proyectan,
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II

Disposiciones de la ley proyectada

1.0 - El artículo 1.0 cometa al Consejo Central Universi-
tario la superintendencia directiva, correccional, consultiva
y económica sobre todas las Facultades, Institutos Cientí-
ficos, Secciones y Escuelas que integren la Universidad Ma-
yor de la República, superintendencia que se ejercerá me-
diante las ordenanzas que se dicten por esta alta autorrdad
central. I ~

Lo., apartados subsiguientes definen el poder díscínlínar ío
del Consejo sobre las corporaciones, (:ecano 'l , directores, y
fUlldonarios. de cualquier categoría depeud lentes 1e la U;:¡i-
versidad.

Ests, disposición guarda estrecha analog ía con el ar-tículo
lrucíu l de la ley creación de la Alta Corte de Justícín, lo cual
;mporta establecer que se le confiere a la autoridad docente
f'lc;,¡ltades máximas, análogas a la c.'e todo un Poder del Es-
tado, aunque no debe perderse de vista en ningún .nstante,
que como entidad administrativa, a Jif2\renda de Ia Alta
C,n:e de Justicia está naturalmente subordtnada la Unlve r-,
sldad al Poder Adrnintstrador, en el grado compatible con el
ccncepto técnico de servicio descentrauzado.

2.° - El arttculo 2.9 confiere al Consejo Central Uni-
versitario la facultad de íntervencíón de los Consejos Di-
rectivos y servicios de su dependencia cuando un hecho
irregular ~w5orice por su entidad y mérito, a suspender a
las autoridades aludidas, reemp lazándnlas preventivamen-
te por uno <J más consej'eros escogidos en el seno del Con-
sejo Central para que asuman las funciones de los sus-
pensos en tanto no se resuelvan los procedimientos dirigi-
dos a depurar responsabilidades, establecer sanciones Y
devolver el orden y la normalidad al servicio perturbado.

3.9 - El artículo 3: establece en forma expresa la exis-
tencia de recursos otorgados contra los actos, providencias
o resoluciones legales de los Consejos Directivos, que cau-
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een la. lesión injustificada de un interés moral o material,
personal al reclamante, y tienen por objeto, tales recursos,
la revocación total o parcial del acto reclamado, cuando
medien razones suficientes de conveniencia o legalidad, o
cuando se hayan modificado los hechos que hubieran ser-
vido de base a la resolución reclamada. (Recluso de opo-
sición) .

Contra las providencias recaídas en los recursos de la
naturaleza jurídica precedentemente definida, como tam-
bíén contra aquellas otras que pongan término a un ex-
pediente iniciado por parte interesada, habrá un recurso
[erárqutco para ante el superior inmediato. - También
lo habrá por denegación ficta, cuando medie un lapso de
tiempo entre el reclamo del opositor y la resolución del
recurso jerárquico, que autorice a presumir, por su exten-
sión, que al no haberse resuelto el recurso de oposición a
pesar de repetidas instancias, ello importa que tácitamen-
te ha sido desestimado el reclamo.

Los objetos de esta categ oría de recursos jerárquicos no
son otros que los de obtener la revocación o reforma del
acto reclamado, por razones de mérito o bien la anulación
del mismo, por razones de legalidad.

Quedan también autorizados, recursos de revisión y con-
tencioso-administrativos, para ante las autorídades que co-
rrespondan. No serán recurribles sin embargo, las reso-
luciones de carácter estrictamente técnico, salvo que fue-
se dudoso este carácter o condicíón, o mixto el acto, por
contener elementos de una y otra naturaleza.

4.° - El artículo 4.9 establece la mayoría especial de
sufragios del Consejo Central para revocar, reformar o
anular los actos del inferior.

5.° - El artículo 5.9 contiene una regla que permite es-
tablecer previamente, si el recurso debe tener o no, efectos
suspensivos sobre el acto reclamado.

Los apartados 2. y 3.9 establecen términos para las re--
soluciones respectivas.

Uno de los vicios más graves de la administración uní-
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versitaria, consiste en omitir con excesiva frecuencia, la
1esol ucíón de los reclamos que se deducen ante ella, sin
que sea a veces posible establecer las verdaderas condícío-
nes y efectos del acto recurrido.

Para ~:eiínir esas situaciones ambiguas, se dicta la nor-
ma del apartado final de este artículo.

6.° - El artículo 6.9 confiere al Poder Ej'ecutivo la fa-
cultad de designar Rector de la Universidad

7.9- El séptimo indica las condiciones requeridas para
ser designado Rector. - Por esta disposición se amplia
el número G'8 los elegibles, por extensión del concepto de
profesor o ex-profesor universitario y a la vez se restringe
el número de los candidatos que forzosamente deben es-
cogerse entre profesores y ex-profesores universitarios.

8.° - El octavo establece de análoga manera las condi-
ciones que deben concurrtr en las personas escogidas para
integrar las ter nas, - Obedeciendo a las razones que en
todo tiempo determinaron en la Universidad la exclusión
de los profesores jubilados, honorarios o ad-honoren, del
cargo de Decano, se sienta por principio legal ese prece-
dente invariable, a diferencia de lo que ocurre cuando se
trata de la elección de Rector.

9.9 - El artículo 9.° establece el prtncípío de los perío-
dos complementarios en materia de duración de las fun-
ciones de Decano y Director G'e Liceo, tal cual ocurre con
los miembros de Consejos. De esa manera se sienta un cri-
terio uniforme sobre el punto, se establece una regular
correlación entre los miembros de las Corporaciones y Di-
rectores de Liceos, a término. - La disposición alcanza a
todos los Consejeros, así pertenezcan a las autoridades de
Facultad, como lo expresa el artículo 9.° de la ley 31 de
.Dícíembre de 1908, como de Enseñanza S€cundaria, como
al Central Univer.sitario .

.10.9 _ El Gléeimo regula el trámite a que ha de ajus-
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tarse el estudio de los planes de estudio, sometiendo la
aprobación definitiva de acuerdo con la ley de 1908, que
L.O se cumple actualmente, al Poder Ejecutivo. - En
cuanto a los reglamentos generales e internos, quedan su-
jetos al régimen de los recursos legales, caso de reclamo,
en cuanto no tengan carácter exclusívamente técnico.

11.° El articulo undécimo organiza las acciones conten-
cíoso-admíntstrattvas, contra los actos arbttrartos de los
funcionarios o las corporaciones y pone a salvo las accio-
nes por r esponsabflíd'ad penal, civil o administrativa que
proceda deducir, dentro del término de la prescrtpcíón,
a los perjudicados por el acto lesivo del derecho ajeno.

III

Conclusión

Como ha podidoadvertirse, el ,proyecto adjunto orga-
niza la autoridad central universitaria robusteciendo SU

acción tutelar y de vigilancia sobre todos los institutos de
su dependencia. Al efecto establece el doble examen de las
resoluciones o providencias que emanen de SlLS diez Con-
sejos, le otorga la facultad de dictar ordenanzas o regla-
mentos generales cr'el servicio, y crea la responsabilidad
personal efectiva del funcionario, sin excepción, pertenez-
ea o no a las corporaciones.

Fija los términos de duración de los mandatos, la for-
ma, de elección de Rector y Decanos, creando el derecho
de intervención sobre los servicios anarquizados, cuya ges-
tión notoriamente desajustada a las leyes, reglamentos,
ordenanzas o prácticas universitarias, deter minen una per-
turbación grave que autorice esa medida.

Otras leyes orgánicas futuras reformarán los Consejos
Directivos, otras de carácter financiero, técnico o adminis-
trativo, regularán el régimen patrimonial, cultural y dis-
ciplinario de la gestión de los intereses de la alta docen-
cia. - Por ahora, juzga el Poder Ejecutivo procedente.
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detener aquí la revisión de las leyes de que se trata, en la
esperansa de que la coordinación de los institutos :permita
al Consejo Central adoptar las iniciativas pertinentes a
fin (~:ereajustar esta importante repartición nacional.

Al rogar a la Comisión Permanente la urgente sanción
del proyecto adjunto, le reitera las expresiones de su con-
síderacfón más elevada. - GABRIEI, TERRA. - HORA-
CID ABADIE SANTOS.



IV

Discurso
del Ministro de Instrucción Pública Dr. Horacio Abadie

Santos, en la sesión celebrada por la Comisión L.
Permanente, el día 1.0 de Marzo de 1934, y debate
del proyecto.

SEÑOR ~nNISTRO DE l. PUBLICA. - Pido la palabra.
SE~OR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Mi-

nistro.
SEÑOR IDNISTRO. - Como se expresa en el mensaje, el

régimen universitario aparece dislocado, y roto, dispersas las
autonomías en diez Consejos Directivos y sin que la autori-
dad central tenga influencia ni capacidad bastante para im-
pr ímír le unidad al servicio docente superior de la' Repúb lí-

ea. Una serie de factores ha contribuído á esta situación.
La Uníversidad regida por la ley del 85, por la del 89 y

por la de 1908, era una Universidad concurrida so lamen te
por unos cientos de alumnos. De entonces á acá, la
creación de liceos, la gratuidad de la enseñanza y la natu-
ral elevación de la cultura general de nuestro pueblo, ha de-
terminado un cambio completo en ese servicio. Hoy hay diez
Facultades. Antes, casi todas ellas eran Escuelas, simples Es-
cuelas, pues había tres Facultades propiamente dichas. A las
diez Facultades se agregan treinta organismos docentes dis-
persa-Ios por todo el país, que dependen del Consejo de En-
señanza Secundaria; y otros servicios, como el Instituto Ex-
perimental de Higiene, que se han ido adosando a las Facul-
tades respectivas. Hay, como decía, contra aquellos pocos
cientos de alumnos de 1908, una población de catorce mil
estudiantes, ectualmente, en la UnivensidaJ de la República.
Contra aquellas tres Facultades de 1908, aparecen diez Fa-
cultades con patrimonio extenso, con cometidos más exten-
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sos que entonces, y se han creado Institutos oientífícos que
presentan a este organismo bajo una rorma insospechada en
aq u el la época.

Como consecuoncía de la insuficiencia de la ley y de estos
fenómenos de transformación, ha quedado la legislación uni-
versitaria ruera da uso, prácticamente. Los Consejos han
asumid.i por .iu cuenta I{)B poderes de la autarquía. y el Con-
sejo Central Uníversitar!o, netamente universitario - por-
que está integrado por diez delegados de los Consejos y por
los diez Decanos o Directores de esos respectivos Consejos.
más el Rector,-esa entidad netamente universitaria, no tíe-
ne nada o tiene muy poco que hacer actualmente, pues care-
ce de los medios para imprimirle al servicio la unidad que es
requerida, hasta por definición.

ARTICULO 1.

Este artícuto 1.., en efecto, corresponde casí exactamente
la .superintendencia da ~os diez servicios y de los treinta qU3
están subor dínados inmediatamente al Consejo de Enseñan-
za Secundaria, según una fórmula prestigiosa y que ya tiene
forma do ley en nuestro país,

a.uauIlll:>uxa ,!se:>'apuo;ds~~~o;¡ 'o.;¡aJ~ ue 'O"¡ 011l0IPu a.s{[
al artículo inicial de la ley de Creación de la Alta Corte. Se
le confieren, jnies al Consejo UniversHario-y tengo inierés
en recalcar este detalle-todas las facultades administrativas,
que tiene actualmente la Alta Corte de Justicia, corno cabe-
za de Poder. Naturalmente que siendo la Universidad una
dependencia autártica, descentra lízada, con res'Pect.o al Po-
der Ejecutivo, no podrá considerarse esta facultad con la
extensión de la que corresponde a toda una cabeza de Po-
der, como lo es la Alta Corte; pero el 8010 hecho de que se
le conceda la supermtendencía directiva' y correccional, la
oonsuttíva y económica sobre todos los Consejos Directivos,
acusa ya el propósito de dar mértto, importancia y unidad
al C'onsejo Central Universitario, supeditando - como de-
bíeron stempre estar supeditados, y como lo. requiere la
ley de 1908 - los diez Consejos Untversttarfos a esa alta
autoridad docente.

En razón de tal supermtendencia, puede también el Con-
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sejo Central Universitario, siempre que no tar e ·.]ue algún
Consejo, Decano, miembro de Consejo o cualesquiera otros
funcionarios técnicos o administrativos del orden universita-
rio hayan incurrido en cualquier acto u omisión que apare-
je responsabilidad penal, cívíl, o adrnírrístratíva, tomar las
medidas del caso.

Actualmente si un profesor o un miembro del Consejo
delinquiera, o e\ Consejo Directivo trata el asunto por su
sola autor ídarí y en única instancia y lo resuelve como cree
oportuno resolverlo, o queda en la Impunidad el hecho.

En efecto: se observa entre los vacíos. de la ley vigente,
que cualquier Consejo está incapacitado para suspender a
un Consejero que pudiera hallarse comprometido en una
situación de responsabilidad administrativa o de responsa-
bilidad cívíl, frente a los intereses que vigila y custodia.
Yo creo que no son necesarias más razones para demostrar
que con esta ley se le devuelve a. la ,Universidad la unidad
requerida, una unidad exigida por las leyes anteriores, que
por derormaciones inexplicables ella había perdido, al per-
der su autoridad el Consejo Central. Es preciso, por otra
parta, que el fuero uníversttarto, todos íos poderes de la au-
tarquía, esto es. los poderes que corresponden a un ente ad-
ministrativo descentraltzado, quedan concentrados dentro de
la misma Universidad y no fuera de ella.

No creo que se necesiten más palabras para justificar la
procedencia de este artículo l.o en el que se reafirman en
una forma nunca vista, los más extensos fueros que corres-
ponden a la autarquía universitaria.

(Apoyados) .
-He terminado.
SEÑOR PRF"sIDENTE. - Se va a votar si se aprueba

el artículo 1.0.
(Se vota. - Afirmativa: diez en once).

-Léase el artículo 2.0.
(Se lee):

ARTICULO 2.°

Cuando ninguna de las medidas articuladas precedente-
mente díeren el debido reaultado, el Consejo Central Uní-
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veraítarto podrá disponer la intervención de la Facultad,
Escuela, Instituto o Sección en que se hubiere producido el
hecho determinante de aquellas medidas, suspendiendo pre-
ventivamente a las autoridades respectivas y designando
de su seno una o más personas que asuman las funciones
de las autortdades suspensas, interin se sustancian y re-
suelven los procedimientos decretados.

Para disponer la intervención que autor ísa este artículo,
se requerirá la conformidad de la mayoría absoluta de los
miembros que integren el Consejo Central Un lver si tar io.

Al efe-cto, serán convocados dichos' miembros par" sesión
especial, índícándose en la convocatorta respectiva, en for-
ma expresa, el motivo de la sesión".

-En discusión.
SEÑOR MINISTRO DE l. PUBLICA. - Pido la palabra.
SEÑOR PRESiDENTE. - Tiene la palabra el señor Mi-

nistro.
SEÑOR l\fiNISTRO. - Es de pr incipio que cuando una

entidad administrativa cualquiera se anarquíza, el Poder
Central tiene el derecho y el deber ímulícítos de intervenir
para restablecer el orden y la normalidad. Es de principio,
sentado por todos los administrativistas sin excepción, que
el servicio público no puede ser interrumpido por ningún
concepto.

El principio de la continuidad del servido públtco, es por
esencia y por naturaleza tal, que no se concibe siquiera su
interrupción o su perturbación en grado extremo

Por fortuna para nuestro país, no se ha visto aún el ca-
so de que las F'acu'ltades o Escuelas se hayan anarnutzado
o desmora.lizado al punto de caer en tal estado de anarquía
que el G<>bierno haya tenido que intervenir para restable-
cer el orden e imprimir nuevos impulsos al organismo; pe-
ro ese hecho puede ocurrir cuando la Universidad se torna
populosa y cuando' las reivindicaciones políticas y popula-
res invaden los claustros produciendo los movimientos de
agitación consiguiente. Previendo esa situación para el fu-
turo, es que se proyecta establecer legalmente cuál ha de
ser la autorídad interventora en estos cases.

Considera el Poder Ejecutivo Inconveniente que sea éste
el que deba intervenir, como es de principio implícito deri-
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vado del orden constitucional, y prefiere que se establezca
en forma legal, expresa, que ha de ser la alta. autoridad uni-
versitaria, emanación genuina del claustro, Iorrnada, lo repi-
to, por los propios Decanos de los Inst.ítutos, y por delegados
de los Consejos respectivos, la que intervenga en los orga-
nismos anarquizados para restablecer el orden, retirándo-
se tan pronto como el orden haya quedado restablecido.

Se trata, pues, de suprimir o alejar del Poder Público
una facultad ímplíchta que anda perdida en el campo de la
doctrina, y establecerla bajo forma de una disposición ex-
presa de la ley, en benefício de la Universidad, evitando en
lo posible que p.i Poder Público, que el Poúer Central, tenga
que intervenir en la Universidad, a fin de que ésta se des-
arrolle ó desenvuelva 'en su propia esfera, gobernada por
los universitarios.

Esto no quiere decir que si la Universidad se convulsio-
nara totalmente y cayera en anarquía arrastrando al pro-
pio Consejo Urrívoraltar io Central, haya de perder el Go-
uierno el derecho y el deber en que' está, de intervenir en
la institución o de aplicar las sanciones más severas a 108

responsables de los disturbios, decretando incluso la clau-
sura del servicio, si el estado de cosas hubiera llegado a
tal extremo qUe autorizara una medida de tan extraordi-
naria gravedad. La llamo de extrema gravedad, porque el
principio de la continuidad del servicio que he invocado no
puede admitir ni por un momento que el Poder Central de-
tenga el servicio, salvo! que razones muy poderosas lo auto-
ricen.

He terminado con los fundamentos del artículo 2.0.
(No habiendo observación, se vota. - Afirmativa.

Unanimidad: siete votos).
-Léase el artículo 3.0.
'(Se lee):

ARTICULO 3.°

"Artículo 3.° De las resolucíones de los Consejos, cual-
quiera sea el carácter de las mismas, podrá apelarse dentro
del término de diez días a contar del siguiente de la reso-
lución, inclusive, para ante el Consejo Central Unlversíta-
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rio, el cual fallará en definitiva. Quedan exceptuadas sin
embargo, las resoluciones de índole estrictamente técnica.
En caso de duda sobre su verdadera naturaleza, o de ser
compleja la resolución, como por ejemplo si fuera en parte
administrativa o financiera y en parte técnica, se reputará
apelable. Las res-oluciones que recaigan en los recursos de
apelación serán siempre motivadas".

-En discusión.
SEÑOR MINISTRO DE l. PUBLICA. - Pido. la palabra
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Mi-

nistro.
SEÑOR MJNISTRO. - El artículo 3.0 refresca y co-or-

dina el sistema de recursos de la ley de 1908, bosquejados
en el artículo 14, qUe ha caído en franco desuso.

Es raro c-ompr-obar que una resolución de un Consejo que
dañe a un alumno, a un examinador, a un profesor o a un
funcionario administrativo del organismo, sea objeto do
apelación ante el Consejo Central. T-odas esas cuestiones se
han venido resolviendo invariablemente, salvo algunas ra-
rísimas excepciones, por el propio Consejo Directivo.

Esto viene a significar qUe cada Facultad goza de un fue-
1'-0 excesiv-o; que no hay garantía para los intereses o l-os
derechos que podrían resultar lestonad os en un acto ad-
ministrativo, aún el mejor concebido y el más honrado. Es-
to no debe ser; esto no ocurr-e en ningún país del mundo.
Siempre que hay instituciones ordenadas jerárquicamente
y aún en ausencia de ese orden, hay contra los actos de la
autoridad respectiva, por lo menos, un recurso jerárquico;
primero, un recurso de oposición al acto, que se traduce
por una reconsideración de la autoridad que ejecutó el ac-
to, y luego un recurso de apelación, jerárquico, para que
el superior revea el aoto, aprecie su legalidad, estime sus
mérit-os, y resuelva lo que corresponda, manteniéndolo, re-
tormándo lo o anuláridolo

No hay ningún Inconveniente d'loque dentro de la propia
Untve rs.dad 103 actos sean sometidos a un doble examen.
El recurso jerá.rq uíco no tiene grado; mejor d ícho : tlen«
tantos grados como jerarcas haya por encima del elabora-
do r del act-o.

El Ministr-o que habla, mej-or dicho, el Poder Ejecutivo=-·
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en cuyo nombre habla e-l Ministro - ha preferido que por
regla general sea el Consejo Central Universitario el que
ponga término a la Iítis y resuelva el punto; pero, eso sí,
l.or la vía del doble examen. No es posible que una sola au- .
torídad cree el Reglamento, realice los actos, resuelva los
conflictos que ellos originen, traduzca por propía apreciación
'el interés moral o material o el derecho lesionado, y se pro-
nuncie sobre la propia legitimidad de su conducta. sin que
nadie revea el punto para saber si esa corporación se ha
excedido o no en la facultad legal y en la facultad regla-
mentaria que se le confirió.

Era, pues, necesario refrescar esto artículo 14 de la ley
de 1908 Y articularlo en forma más científica y más mo-
derna. Coincide en este punto, señor Legislador Reyes
Molné, el artículo 3.0 con una disposición de los proyectos
anteriores, apenas diferenciada en la forma, pues la esen-
cia es la misma. Con esto demuestra el Poder Ejecutivo
con qué consideración ha tratado el proyecto de la Comi-
síón y con qué respeto trata a todas las comisiones infor-
mantes de la corporación a la que me dirijo.

Ahora, hay una dife-rencia entre los proyectos anteceden ..
tes y el del Poder Ejecutivo, que es ésta: los proyectos an-
tecedentes le confieren al Consejo Central el derecho de re-
ver, por medio de recursos jerárquicos, los actos de cual-
quier naturaleza de los Consejos directivos, no sólo los de
índole administrativa y los de índole tinancíera, sobre los
cuales no' hay discusión, sino también los de carácter técni-
co. Esto es erróneo, y voy a demostrar, con un ejemplo
práctico y sencillo, a qué punto no es razonable el siste-
ma absoluto de los proyectos anteriores.

Supongamos que el Consejo de la Facultad de Medicina
elige por dos tercios de votos, como está- mandado por la
ley, a un clínico para que regentée el aula correspondiente
a su especialidad. El candidato desairado por la mayoría
del Consejo - al que hay que imaginar honorable, como
debe ser lo, no obstante el rechazo, y experto, - el elíníco
desairado, recurre al Consejo Oentrlli! y, ¿qué puede ocurrir'
allí? Q'lle agrimensores, contadores', abogados, odontólogos,
profesores de cultura general de Enseñanza Secundaria,
agrónomos y químícos, como son los que forman la mayoría
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de la corporación, vengan a decidir contra u-osvotos. expertos',
de los veintiuno del Consejo Central, que el clínico A :iebe ser
preferido al clínico B. Esto es sumamente grave; esto no
puede ser. Si se sentara este principio, nosotros daríamos
lugar a que las pasiones, las intrigas, las influencias po-
líticas, los motivos sentimentales, influyeran en .a marcha
de l-os claustros, yeso no puede ni debe ocurrir. Hay sufi-
cientes garantías para que la designación de un Consejo Di-
rectivo se repute bien hecha. Ello no significa que si no hu-
biera mediado Iega.lídad estrtcta en el aetc no pueda nacer
de él el recurso jerárquico. Se trata de un sistema compli-
cado que en esta opor-tunidad, no Vio-ya analizar. :3e trata
del régimen de I<lS actos de mérito. No se alarmen, los seño-
res Legisladores, que no voy a entrar al fondo de este
asunto.

Los actos de mértto son aquéllos. en que la corporación

o la autoridad decide, atendiendo a la oportunidad y otras
circunstanctas especialísimas, y en función de una ast.íma-
ción derivada del conocimiento profundo que ella tiene del
estado de cosas que debe resolverse. Los actos de mérito
debe apr eciar'los sólo la autoridad competente. Esta es la
doctrina de Cammeo, uno de los más prestigiosos admínis-
trattvístas que han existido; no es la doctrina de recibo.
La doctrina de recibo, es otra. Ante los actos de mérito,
es decir, cuando la corporación ha creído que debía incli-
narse a una, entre dos soluciones de derecho, dentro de la
legalidad, decide la doctrina nueva, que también proceden
los recursos de apelación. Pero tratándose de organismos
muy técnicos - como ya lo he apuntado - entiendo que la
materia técnica propiamente dicha debe quedar concentra-
da en la apreciación exclusiva del Consejo técnico respec-
tivo .:

Me voy a explicar de otra manera. Supongamos que
sobre el Consejo Directivo de la Facultad de Medicina hu-
biera otro Consejo 'Central integrado exclusivamente P01"

médicos, tan expertos o más, que los del otro, que aparece co-

mo subordinado. En este 'caso, tan habilitado estaría éste co-

mo aquél, para apreciar la cuestión de mérito y para peder
decidir si una designación técnica está bien o mal hecha.
Si la apreciación, hecha de acuerdo con la ley, dentro de
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las facultades de esa autor-idad y con arreglo a la más es··
tricta legalidad, ha sido la correcta o no, esa es la materia
del recurso, en aquella hipótesis. Por principio, pues, eS

mejor resolver las cosas corno lo han sido hasta aquí. No se
han comprobado injusticias mayores. Siempre ocurren co-
sas peregrinas, como es natural, en las corporaciones; pero
hay que admitir que en un ambiente de tan exquisita cul-
tura y de tan alta moralidad presuntiva, no puedan produ-
cirse hechos realmente graves. Podrá inclinarse un Conse-
jo por un candidato que muchas personas entiendan que no
es el mejor, pero esa es la regla de toda elección. TDd¡,
elección está expuesta a apr-ecíactoues, y por lo tanto .nos
hallaremos siempre ante una preferencia que para unos
se justificará más, y para otros se justificará menos.

Creo, pues, que la materia esencialmente técnica debe
quedar en principio y por regla general, - repito que no es
la doctrina más recibida, - confiada al Consejo r=spectí-
vo, y cuando así no sea, los tratados de Derecho Adminis-
trativo y los expertos que la Universidad posee, en la mate-
ria, dirán como se deba resolver el asunto. Pero lo impor-
tante consiste en saber que siempre se va a resolver esta
clase de problemas dentro del seno de la Universidad, sin
mayor revisión por parte del Poder Ejecutivo, salvo que la
revisión procedtera de acuer-do con la ciencia administra-
tiva. No me preocupé de estudiar ese aspecto extraordina ..
rio de árdno tema. /

Ahora, los actos de carácter financiero claro es que es-
tán sujetos a los recursos jerárquicas: al de oposición
por parte de los interesados y a los jerárquicos o <te ape-
lación correspondientes, que deducirán los interesados que
resulten alcanzados por equéllos, y aún an.te el Poder Eje-
cutivo, como ocurre actualmente, en que los actos adml-
nistrativos tales como las designaciones para cargos ad-
ministrativos, se sabe perfectamente que son objeto de
propuesta por parte de la Universidad y de decisión o elee-
ción o nombraminto por parte del Poder Ejecutivo. El
jerarca, pues, aq uí, 8:;; el Poder Ejecutivo, y éste es un
punto pacífico supuesto que hasta ahora no ha dado lugar
a la menor discusión. Las acum ulacíones de sueldos las de-
cide el Poder Ejecutivo; los nombramientos del personal

3.
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administrativo los decide el Poder Ejecutivo; se proponen
los Decanos y los nombra el Poder Ejecutivo y el Poder
Ejecutivo nombra al Rector de la Universidad. No ha ocu-
rrido así con los directores de liceos; pero ese tema espe-
cial tiene que ser analizado en una etapa más profunda
de la reforma universitaria. Este proyeoto no toca eso
punto.

Los actos financiados, pues, y los actos de carácter admi-
nistrativo son esencialmente apelables, sujetos a recur-
sos jerárquicos, sujetos al recurso de oposición, sujetos
:?J recurso de revisión; no así los de carácter técnico. Aho-
ra, cuando un acto es a la vez técnico-decente y financie-
ro, o técnico-docente y admíntstratívo según apreciación y
calificación previa, la regla será la de la apelabiIülad, que
lleva en su seno un principio de mayor garantía, a saber,
la del doble examen que mejora el simple examen.

Con esto creo que dejo sumariamente fundado el artícu-
lo que está en discusión.

He terminado.
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se aprueba

E'~ artículo 3.9•

(Se vota. - Afirmativa: unanimidad: ocho votos) .
-:

ARTICULO 4.9

-Léase el artículo 4.9•

(Se lee).
-En discusión.
(No. habiendo observación, se vota. - Afirmativa: una-

nimidad: ocho votos).
-Léase el artículo 5.°.
(Se lee).

ARTICULO 5.°

"Artículo 5.9 El Consejo central Universitario, al to-
mar conocimiento, del recurso, declarará si es que tiene o no
E'fecto suspensivo y lo hará saber de inmediato a la auto-
ridad recurrida.
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Cuando se le atribuya este efecto, el recurso será re-
suelto dentro de los diez días de esta declaración.

En caso contrario, la resolución deberá díctarse den-
tro de los treinta días,

Transcurridos estos términos sin que se produzca reso-
lución. caducará la jurisdicción del Consejo Central Uni-
versitario en el asunto, y quedará firme e\ acto re.ilarnado,
sin perjuicio de las r esponeabí lidades a que éste y su con-
firmación tácita pudieran dar lugar."

En discusión.
SEÑOR MINI1STRO DE INSTRUOCION PUBLICA,

Pido la palabra.
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Mi-

nistro.
SEÑOR MINISTRO. - Esta disposición es sumamente

interesante y merece ser subrayada aunque en pocas pa-
labras, las menos que puecl.'a emplear en un asunto de es-
ta magnitud.

El Consejo Central Universitaria, al tomar conocimien-
to del recurso, declara "si éste" (hay un error gramatical de
copia que no afecta al concepto, en el repartida), tiene o
1.:0 efecto susnenstvo. (Si el recurso tiene o no efecto sus-
pensívo, quiere decir), y lo hará saber de inmediato a la
autoridad recurrida."

Suele acontecer en toda la Administración, que el inter-
ponerse un recurso j'erárquico por ilegalidad o por ieston
de interés o ere derecho, o cualquier otro recurso admtnís-
tratívo, no se sepa a ciencia cierta si la sola interposición
del recurso determina la suspensión del acto atacado o si
el acto puede realizarse, Es muy delicado este punto y
deben ser establecidos tales efectos por ley; y como no
habría manera de abarcar una casuístíca vartad ísíma, tan
va ríada como la vida misma, la regla que se da consiste en
que el Consejo Universitario, apena-s llega a su conocimien-
to el recurso - que se interpone ante la autoridad.' de que
se apela - se pronuncie inmediatamente: "este recurso
detiene ese acto", ó "este recurso dcttene ese acto".
Los actos que deben ser realizados de cualquier manera,
se realizarán, aunque después haya que depurar la respon-
sabilidad que el mismo apareje respecto de sus autores.
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Hay otros actos que pueden ser detenicios, vuelto~ a exa-
minar, porque siempre son oportunos; que pueden ejecutar-
se con poster-íor-idad, sin perjuicio para nadie', como es el
caso de nombramientos de profesores. Si fueran suscep-
(ibles de recursos, que en mi concepto no io son, resultarta,
que si ese profesor deaiguad.o no entra hoy al desempeño
del cargo, puede entrar dentro de quince días, cuando el
Consejo decida el punto en corrtr overaía relativo á la de-
stgnacíón. La regla debe dictarta la propia Universida-d,
por el propio órgano máximo que la vigila y tutela. A ella
le compete el derecho de declarar si el recurso que va a
conocer tiene efe'ct'o· suspensívo o no, y hacerla saber de
inmediato a la autoridad recurrida.

"Cuando se le atribuya este efecto, el recurso será re-
suelco dentro de los diez días de esta declaración".

Quiere decir que cuando se suspende un acto, el Conse-
jo Central, no debe demorar la reforma, la an ulaclón o la
conrírmactón de ese acto, y dentro de ese término peren-
torio> debe resolverse el asunto.

Es vicio frecuente, inveterado, dentro de nuestra Admi-
nístracíon, no resolver las cuestiones que se deben resolver .
.ua ley tiene que ir estabtecíendo el régimen del süenclo ad-
mínistratívo. N0 es un cargo que yo formule a la Ad m ínístra-
ción Pública de mi país. Esto ocurre en la Amtnístración
Púb líca de todo el mundo. Por eso los profesores han es-
tudiadoel régimen legal deL silencio adrniníetrativo, dan-
do las interpretaciones que correspondan. Todos recuerdan
lo que ocurría en el viejo régimen de la vieja Constituctón.
Cuando se recurría un acto del Concejo M, Administración
Departamental ante la Asamblea Represen tartíva, pasado'
cierto lapso, si esa Asamblea no se pronunciaba, el si-
lencio administrativo era interpretado por ministerio de la
ley como una denegación tácita y nacía el derecho, conten-
cioso-administrativo de recurrir arrte la juatlcía especial
para resolver la validez o nulidad del acto, - según cier-
ta doctrina, - Ó la declaraeión de lesión de derecho según
fa más recibida, sin más ef,ecto que el resarcírníento del da-
fío der í va.do.

"En caso contrario (sigue diciendo la disposición) la re-
solución deberi dictarse dentro' de los trelnta días". Es es-
to: el acto no está suspendido; el acto empieza a producir
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sus efectos; no hay ínconven ien te en que les produzca. Aún
.csí, dcberá haber un tiempo preestablectdo para decídír so-
bre el punto. Dentr-o de treinta días deberá resolver el su-
perior el destino que debe tener ese acto: lo tachará por
ilegal anulándolo, en consecuencia, o lo confirmará.

"Transcurridos estos términos (y aquí vendría colocado
el comentario anterior) sin que se produzca resolución, ca-
ducará la jurisdicción del Consejo Central Universitario en

'~el asunto 'y quedará firme el acto reclamado,' sin perju'icio
de la responsab iltdad a que éste y su confirmación tácita
pudieran dar lugar".

Pagan los días; la autoridad superior l!-0 resuelve: si-
lencio administrativo. ¿ Cómo se interpreta este silencio? En
el sentido de la caducidad del recurso. Ya no, hay jurisdic-
ción superior; el acto está firme, tal cual lo resolvió el
Consejo inferior; pero esto no quiere de.nr que por la vía
del silencio, pueda eximirse el tuncronamiento de loda res-
ponsabilidad: habrá la resp'cnsabtl ldad administrativa que
corresponda, que será objeto de depuración por el orga-
nismo jurisdiccional que también corresponda.

He terminado, señor Presidente, mi comentario sobre es-
Le artículo.

SES'OR PItESIDENTE. - Se va a votar el ar-tt ícu lo 5.0.
(Se vota. Afirmativa: ocho en llueve),
-Léase el articulo 6.0.
(Se lee):

ARTICULO 6.0

"El Rector de la Universidad será designado por el Po-
der Ejecutivo. Del propio modo serán designados los De-
canos de las Facultades y Seccio nee, dentro de terna que les
será propuesta por el Consejo respectivo".

-En discusión.

SEÑOR MINIS'L'RO DE lo PUBLICA. - Pido la palabra.
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Mi-

nistro.
SEÑOR MINJSTRO. --, "El Rector de la Universidad

(dice el a r tícuro 6.°) será designado por el Poder F.jecu-
tívo". Es el mismo régimen actual.
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"Del propio modo serán designados (debe; recordarse que
al Rector actualmente lo designa el Poder Ejecutivo, pe-
ro no en terna, porque de la disposición podría surgir cier-
ta anfibología, los Decanos de las Facultades y Secciones,
dentro de terna que les será propuesta por el Consejo res-
pectivo".

Aquí habría que decir: "Del propio modo serán designa-
dos los Decanos de las Facultades y Secciones, bien que
dentro de terna que les' será propuesta por el Consejo res-
pectivo". Así desaparece la anfibología que hacía pen-
sar que tanto el Rector como los Decanos, debían
proceder de terna. La reforma que este artículo establece
respecto del regimen anterior es ésta: hasta ahora el Con-
sejo respectivo designaba, ó dicho con más exactitud, pro-
ponía una, sola persona al Poder Ejecutivo, para. que éste la
designara o vara que éste rechazara la 'propuesta, caso la-
mentable que ocurrió bajo el Gobierno del doctor Viera con
un candidato tan prestigioso como el doctor Ir ureta Go-
yena, hecho que fué objeto de mucha díscusíón. Era evi-
dente en ciencia administrativa y en ciencia constttucíonal.
que el derecho de propuesta de ninguna manera podía lle-
varse por delante y abatir el derecho -to elección. El Po-
der Ejecutivo :ení?. el derecho de aceptar o- rechazar la
propuesta, por violenta que fuera la medida - y Ioera, ,-
por injusta que pudiera ser en algunos {'USOS y tal vez, y

sin tal vez, en aquel caso que cité lo era. por la categoría de
la personalidad propuesta. Sin embargo, cualquiera fuera el
punto de moral, lo cierto es que el punto jurídico estric-
to, no podía dar lugar a dos opin iones. Sólo así se explica
que el profeso,' Lagarmilla hubiera resultado Decano de la
Facultad de Derecho. Se mantiene, pues, el derecho de la
propuesta, que no puede ni debe avasallar el de designa-
eíó n.

¿ Cuál es la diferencia entre esta díspostcíón y el régimen
anterior? Que en lugar de proponerse al Poder ~jecutivo
una sola persona, con lo cual se crea la violencia moral ex-
traor:linaria de tenerla que rechazar, si el elector constdera
que no es esa la persona más indicada para regir los servt-
cíos, se acaba con ese estado de violencia moral, repito, in-
dicando la ley a los Consejos que deben proponer a tres

I
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candidatos entre los cuales el Poder Ejecutivo elegirá el
que corresponda.

Naturalmente que la terna entera puede ser rechazada,
pero eso no es lo probable. Lo probable es que en la terna
vengan indicados tres candidatos de grandes relieves y el
Ejecutivo elegirá generalmente uno de 10R tres; pero si en
el concepto del Poder Ejecutivo - que ttone la tae-iltad de
designar los funcionarios sujetándose a las reglas parti-
culares que las leyes determinen, - ninguno fuera de re-
cibo, tendría el derecho de rechazar a los tres, pero obsér-
vese que es menos probable el estado de violencia en este
segundo easo, que en el primero, salvo que el Ejecutivo abu-
sara de su poder discrecional.

Cuando se eleva la terna, o cuando se proponen cuatro,
cinco o seis nombres, siempre hay alguno respecto del cual
se puede esperar la necesaria conjunción de voluntades; pe-
ro, cuando se propone un solo candidato, cabe en 10 tactt-
ble, la posíb ítidad del rechazo, y entonces se crea un esta-
do de violencia, lo repito, pues un con tlicto desagradable
ha nacido. Esto es lo que se trata de evitar.

He terminado.
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el ar tículo con

la enmienda.
Léase,
(.::le lee):

"El Rector de la Universidad será designado por el Po-
der Ejecutivo. Del propio modo serán designados los Deca-
nos de las Facultades y Secciones, bien que dentro de terna
que le será propuesta por el Consejo respectivo".

-Se va a votar el artículo en esa forma.
(Se vota. - Afirmativa: siete en ocho).
-Léase el artículo 7.0.
(Se lee):

ARTICULO 7.0

"Articulo 7.0 Para ser d\.lstgnado Rector de la Universi-
dad se requieren las siguientes condiciones:

La) Hallarse en ejercicio de la ciudadanía natural.
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2.a) Haber cumplido cuarenta años de edad.
3.a) Haber desempeñado con anterioridad la Rectoría o ha-

ber sido Decano de cualquiera de las Facultades o pro-
fesor univerSlitario, incluyéndose a este solo ef~cto, en
esta categoría, tanto a los catedráticos o profesores ti-
tulares, como a los interinos; como a los ad ilonorem
o a los encargados de grupos, hállense o no actualmen-
te en el ejercicio de sus cargos".'

4.a) Poseeer título uníversttarío.

-En discusión.

SEÑOR :.\fi 'ISTRO DE l. PUBLICA. -- Pido la palabra.
SE~OR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Mi-

nistro.
SEÑOR MINISTRO. - Parece que la personalidad del

Rector debe estar adornada de una serie de condiciones mí-
nimas. Desde luego ha entendido el Poder Ejecutivo que de-
bía requerirse la ciudadanía natural. Podría ocurrir que al-
gún ciudadano legal hubiera escalado una alta significa-
ción en el ambiente universitario: No va a ser esa la regla
general.

Una institución patria. de la naturaleza de ésta, debe ser
regida por un nacido en el pnís. Este es el concepto del
Poder Ejecuotivo; por lo menos del que habla.

S'lgundo requisito: haber cumplido cuarenta años de
edad.

Es difícil que ames de esa edad, - debemos olvidamos
de Wtl líarn Pitt que rigió a Inglaterra como Primer Mi-
nistro cuando sólo tenía 21 años, - es difícil que aparez-
ca un ejemplar de hombre con la cultura excepcional, re-
poso de juicio y la moderación necesarios para dirigir y re-
presentar un instituto de esta importancia. Por eso se ha
establecido ese límite de edad.

Tercer requisito: haber desempeñado con anterioridad la
Rectoría o haber sido Decano de cua lqu lora de las Facul-
tades o protesor universitario, Jncluyén dcso a este solo
efeoto, en esta categoría, tanto a los catedráticos o profeso-
res titulares, como a los interinos; corno a los ad honorem
o a los encargados de grupos, hállense o' no actualmente en
el ejercicio de esos cargos.
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La ventaja de esta disposición sobre el régimen aruter íor
es notable y deseo destacar-la, En el régimen anterior la
persona del Rector podía; ser elegida por el Poder Ejecuti-
vo dentro de un. extenso número de candidatos, aún de
personas que no tienen lo que yo llamaría el "estado uni-
versitario". En cambio, el proyecto restringe el número de
los elegidos, y no puede ser elegido _Rector de la Uníversí-
dad un político cualquiera o un runcíonarro cualquiera, sino
un hombre saltdo de la propia Universidad, y que hubiera
representado algo en ella: que haya tenido, por lo menos,
el carácter docente; que haYa sido Rector en otra época

Decano en otra época (para ser Decano era fuerza en todo
tiempo, ser profesor).

y para no restringir demasiado el número de los el egi-

bles, se extiende a los catedráticos o profese res ad honorem
que no se hallen actuatrnente en ejer.cicio de la docencia, a
los encargados de grupo Y a los catedráticos titulares o in-
terinos.

El interés que tengo, es el de recalcar que en. lo suce-
sivo el Rector va a ser elegido entre las personas que po-
sean verdadero "estado uníversttar ío", en el sentido de
ejercer o haber ejercido la docencia o haber desempeñado
con anterioridad el alto cargo de Rector. Un ejemplo: el
doctor Espal ter. - eximio constítucícna lista, una de las
mentes más claras que 1iene este país, uno' de los hombres
más versados en materia admíníetratíva, ---: no ha .3ido pro-
fesor de la Universidad porque los azares de la política lo
llevaron a otros destinos desde los cuales siempre hizo cá-
tedra 'con mucho saber. Si el doctor Espalter, sin ser pro-
fesor, no hubiese sido Rector de la Universidad, no, podría
ser electo nuevamenfe, de acuerdo con esta ley.

Todas las demás categorías Y cargos de profesores tie-
nen carácter docente, De manera que esta díspostción acu-
sa una ventaja respecto del régimen anterior, Y le impri-
me al fuero universitario más energía que la que tenía an-
tes. Así como me he referido al doctor Espalter, podría re-
ferirme a muchas otras personalidades que son verdaderos
profesores sin cátedra, que nunca han regentead o cátedra,
pero que viven inclinados sobre los libros, produciendo li-
bros Y adoctrinando a sus conciudadanos. Ahora, esos horn-
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bres, a pesar de su sapiencia, no podrán ser Rectores de loa
Universidad si no adquirieron antes el estado uníversítarto:
si no han enseñado durante un lapso de tiempo que se ima-
gina razonable para alcanzar las categorías a que se refie-
re lª, ley. Puede ser lo un encargado de grupo que no ha
llegado a la cátedra por no haber ella vacada; o por los vi-
cios de los viejos presupuesots. El Encargado de Grupo de
la hípóteíss, si tiene una personalidad científica de relieve,
no obstante lo cual no pudo llegar a más. porque no había
la posibilidad presupuestar de que llegara, si su nombre
ha rebasado las fronteras, puede ser elegido Rector,

El Ot110requisito es el título uníversitnrto. Es elernenta.l
que para tener estado uníversítarto hay que poseer título
universitario. El que no ha pasado parte de su vida en las
aulas, no podrá tener una noción exacta de lo que es
aquello; no podrá tener conciencia plena por regla ge-
neral, de cuáles son las verdaderas cuestiones y los altos
fines de la Universidad, y cuáles son los mejores medios pa-
ra que la Uníveraídad desenvuelva su gestión hacia sus más
altos destinos cul'tura les. Ese problema no lo sentirá quien
no haya culminado una carrera de larga duración. El tí-
tulo verfeceiona el estado q'ue se exige.

SEÑOR NUNES RIBEIRO. - Pido la palabra.
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Le-

gislador.
SEÑOR NUNES RmEIRO. - Yo iba a proponer algu-

nas ligeras modificaciones a este artículo 7.0, y al 8.0.
En primer lugar, me parece injusto que se pueda sus-

traer el cargo de Rector a los extranjeros nacionalizados,
o sea a los ciudadanos "legales", y si se quiere ser un po-
co exigente en esta materia, podría exígfrseles un determi-
nado número de años en el ejercicio de la ciudadanía, pe-
ro, d e ninguna manera cer rar les, indefectiblemente, la en-
trada a ese cargo.

En el país hay cíudadanos legales, - y no quisiera nom-
brarlos por temor de padecer omisiones, - que se han ra-
dicado en él desde niños; que han cursado estudios univer-
sitarios en la Repúbljca ; que han Ilegado a poseer títulos
universitarios, y que han sí.do valores univerartar los emi-
nentes, que yo no veo, en realidad, señor Preaíden te, por-
que hubría de negárseles la entrada al Reetor ado.
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Por otra parte, con la exceperon de la Presidencia de la
República, en nuestro país se pormíte a clu dadanos legales
con determinado número de años, - si se quiere una can-
tidad elevada en el ejercicio de la. ciudadanía, -- tanto co-
mo para asegurarse que se han cornpenetrado de nuestras
necesidades; que se han nacionalizado de verdad; que pue-
den intervenir en el manejo de la cosa pública en puestos
más eminentes, más destacados, de mayor responsabiliadad,
que el de Rector!

De ahí que yo propondría, respecto del inciso 1.0, un
agregado que diría así : "Hallarse en el ejercido de la ciu-
dadanía natural o legal con más de diez años".

En segundo lugar, señor Presidente, se me ocurre que
es un poco exagerado el proyecto al exigir la edad de cua-
renta años para poder ser Rector. Ea cierto, que decía el
señor Míníetro que es una edad que asegura, por lo menos,
el reposo, y, adernáe de la experiencia, una serie de con-
diciones necesarias para el cargo. Pero, señor Prostdence,
hay que ser un poco lógico. La Constitución de la Repú-
blica exige para la prtmera magistratura, par a la Presi-'
dencia, la edad de treinta y tres años, - creo que ahora
se va a elevar a treinta y cinco, - y digo que, siendo un
poco lógicos, por lo menos debemos poner-nos en el límite
mínimo de edad que exigimos para otros cargos más impor-
tantes, no cabe duda, que el Rectorado de la Univers.idad.

Por otra parte, si se tiene en cuenta que, además de las
condiciones de edad, existen otras condiciones concurren-
tes, corno ser la de haber sido ya Rector, o de haber sido
Decano, o ·de haber sido profesor o agregado, -etc., la de
poseer título universitario, se nota que no puede haber nin-
gún temor en hacer una dísrnínucíón, que yo conceptúo
Ióg.ica. en el límite mínimo' de edad.

De modo que prbpon drfa que el Inciso 2.0 estuviera re-
dactado ·así: "Haber cumplido treinta y cinco años".

Esas son las dos modificaciones que yo le haría al ar-
tículo 7.0 y a las que estimo que el señor Ministro no podrá
oponer reparo alguno.

SEÑOR l\UNISTRO DE I. PUBLIOA.- Pido la palabra.
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor :.wi-

nístro. "!.;



SEÑOR I\UNIS'l'RO. - Voy a contestar por su orden
las objeciones que formula el señor Legislador preopínante.
Hallarse en el ejercicio de la ciudadanía natural: ésta ha

sido una raz6n sentimental.. Ha sido una ruzó n sentimen tal
la que 'ha inspirado la exigencia de la ciudadanía natural.
En época en que se hac~ uso y abuso riel internaeionalis-

mo, en que se tiende a f.ac1lHar el acceso de la ciudadanía
por la simple adhesión al grupo ...

(Apoyado).
- ... en éPOCa en que está haciendo crisis el interna-

cionalismo, y en que hay en todos los r..aíses involución
hacia lo propio y hacia la 'defensa de la propia personería
nacional, me ha parecido razonable establecer esta restric-
ción, que yo sé que no es científica, que no será del agra-
do de muchos espíritus más abíe r.os que el mío, a las co-
rrientes nuevas del pensamiento universal; per.o que le im-
primía cierto carácter patriótico, digamos así, a la insti-
tución.

La Universidad es un or ganismo que representa la cul-
tura, es decir, la suma espiritualidad del pa ís, y allí, en ese
cargo debe haber, en mi concepto, un hombre nacido en
nuestras tierras y que traiga como infiltrado en su natura-
leza el substraturn de nuestras tradlcíones.

SEÑOR NU~'ES: RIBEIRO. - ¿Y le parece que un
ciudadano extranjero que ha vivido veinte o treinta años en
el país, no puede ser Rector de la Uníversrdad ? le pongo el
CaJSúdel doctor Morelli, por ejemplo.

SEÑOR MINISTRO. - Con ejemplos de esa clase, me
derrota de inmediato el señor Legislador.

SEÑOR NUNES RffiEIRO. - Con exigfrle diez o quince
años en el ejercicio de la ciudadanía ...

SEÑOR MINISTRO. - No; si yo voy a proponer la su-
presión de la palabra "natural", y el Poder Ejecu<tivo, tengo
la seguridad de que sabrá elegir un ciudadano que, aunque
no sea nacido en nuestro país, sea tan natural como todos
SUlS concíudadanos, caso en que sin duda su halla el ilustre
doctor Morellí y otros altos valores que existen en el país.
Yo, por mi parte, no tengo Inconven íente en retirar la

palabra "natural", de este inciso ...
SEÑOR NUNES RffiEffiO. - Entonces yo retiro la mo-

dificación que he presentado al inciso 10. Retirando la
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palabra "natural", quiere decir que debe hallarse en ejer-
cicio de la ciudadanía.

SEÑOR ~rr~ISTRO. - Ni siquiera poner limite de tiem-
po. Hay que imaginarse que á un ítatíano, o á un porteño
o a un yugoeslavo recién llegado, por ilust.res que sean, no
los va a elegir el Poder Ejecutivo para. un cargo de esta
importancia y de ésta representación.

En cuanto a la objeción al inciso 2.0, no parece oportu-
na. Hay que fijar los cuarenta años de edad. La Un íver-
sidad está hoy invadida por los dos sexos, y no' me parece
razonable que tenga que resolver un problema de niñas un
hombre de extrema juventud. Podría ponerse esa exigencia,
por lo menos, de los cuarenta años.

Este argumento parece un poco especioso; el feminis-
no me lo rechazaría de plano, indignado y posibl eruente,
tendría razón; pero con menos de cuarenta años de edad,
un hombre está dominado por muchas pasiones y preocu-
pacíones, además de las docentes. Piénses a en el orden mi-
ntar y judicial. 'l'al vez habría que adoptar una edad más
avanzada. Histór ícamento el Decano fué siempre ::>! profe-
sor más anciano y venerable del clauscro.

SEÑOR NCNES RIBEIRü. - ¿Pero puede ser Presiden-
te de la República, puede ser Ministro?

SEÑOR MIXISTRO. - Puede ser Presidente de la Re-
pública, puede ser Ministro; en cambio. en un organismc de
esta. naturaleza, que tiene que tratar problemas íntimos de
los alumnos, '- y hablo con mi experiencia de Consejero,
- que tiene que abocarse a veces a problemas íntimos de
los profesores y p'rofesoras, conviene que sea un hombre de
cierto reposo, sustraído a ciertas paslones, con una dosis
de prudencia, de reserva y discreción muy acentuada, el
que tenga íntervencíón en ellos.

En la práctica, rara vez se elige a un hombre que no al-
cance esta edad, para los cargos de menos importancia que
el de Rector. Yo insisto, pues,-para no tener que dar otros
arguruentis así. un poco trivial~e,'- en que mantengamos
el límite de cuarenta años, aún cuando para ser Juez basten
los veínttcínco años; para Senador, los treinta y tres; para
ser Presidente de la República, análoga edad... y para
ser ciudadano, dieciocho años ... !
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En el proyecto de Código del Niño, -se somete a los me-
nores de 18 años a tr-atamíento, para que UD invadan los dan-
cíngs, 10'5'cabarets y 1018bars. No I!'e les permite entrar a los
bares y los anitoriaarnos a elegir los Poderes Públicos del
país! Oua.lquier.a <comprende que un .ciudadano d e 18 años
es un muchacho de muy poco juicio p-ara estimar 100spro-
blemas graves y difíciles que los tiempos le plantean al
país. Sin embargo, le conferimos ·el' ejercicio de la. duda-
danía. Pero ,paJI'a otro car go en que sea necesaria cierta
l)onderación, ex¡pe.riencia, ·prudencia, concepto humano, va.

101'cívico, rigidez de conducta, energía, cuando hay que ser
enérgico. y poderes máximos de decístón discrecional, se
busca a hombres en plena virilidad en plena aptitud física,
acaso un poco macerada por los años ...

SEÑOR NUNEZ RffiEIRO. - A veces tienen más cora-
je los jóvenes que los viejos.

SEÑOR l\UNISTRO. - Yo insisto en los cuarenta años,
La Comisión decidirá. con más acierto que el que habla.

SEÑOR NUNEZ RffiEIRO. -- Es natural que hablando
de una cuestión tan arbitraria como es un límite de edad,
corno medio para eiXigir determtnadas -condíctones, no se
puede hacer aquí un debate pero insisto, porque entiendo
que hay que ser lógicos.

Si pa.ra cangos más importantes que el del Recto rado de
la Uníveraidad la ley tundamental de la Repúb lica, y aún
otras leyes, conceptúa que a. los treinta y tres, o treinta y
cinco años exíste esa ponderacíóu mínima a que se refiere
el señor Ministro para ingresar a esos cargos, no veo la ra-
zón por qué se ha de empecinar el señor Ministro en esta-
blecer los cuarenta años de edad para ocupar el cargo de
Rector.

Yo podría decírIe al señor Minisltro que a los treinta y
cinco años ya existen esas condíctones que él cree recién en-
contrar a los cuarenta. Pero, para no hacer una cuestión
de una cosa que no merece mayor debate, pido que se vota la
fórmula de la Comisión, manteniendo, por mi parte, la en-
mienda que he propuesto.

SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se aprueba el
al tículo de la -Comisión con la modí.ñoacíón que ha acep-
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tado el señor Ministro, referente a la supresión de la pa-
labra "natural".

(Se vota.-Afirmativa: siete en nueve).
-Léase el artículo 8.°.
(Se lee):

ARTICULO 8.°

"Artículo 8.° Parn ser <designado Decano de la Facultad
o Sección, se requieren las siguientes condiciones:

l.a) Hallarse en ejerdcio de la ciudadan ía natural.
z.a ) Haber cumplido cuarenta años de edad.
3.a) Ser profesor en acttvídad de la Facultad o seecíon de

que se trate, reputándose profesor a este solo efecto,
a los catedráticos o proresores titulares, los interinos
y los encargados de grupo, y los profesores libres con
más de diez años de ejer<cicio en su cátedra.

4.a) Poseer el título superíor sxpedído por la respectiva
Facultad"

-Léase el artículo 8.°.
(Se lee):
-En discusión.

SEÑOR ROSSI. - Pido la palabra.
SE~OR PRESIDE 'TE. - Tiene la palabra el señor Le-

gislador.
SEÑOR ROSSI. - Voy a hacer htncapié en el inciso 2.°.

Creo que si la Comi,sión ha aceptado que para ser Rector
hay <qué tener cuarenta años de edad, no debe aceptar, en
cambio, que para ser Decano deba tenerse esos cuarenta años.
Se podría establecer treinta y cinco años para ser Decano;
y una de las cosas que me mueve a proponer esta modifica-
ción, es que para ser Rectort- a los cuarenta años, puede ya
haber pasado por el Decanato, anteriormente, el candidato.
E5 una manera de abrir las puertas para llegar al RectQlTa-
do.

Además, para ser Decano, no se <necesita una autoridad
tan grande como la de Rector .. o hay que poseer qutzás
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todas esas cualtdades que espectticaba el señor Minlst ro, Y
me parece que un hombre a los treinta y cinco años, y quí-
zásco·n menos, puede estar capacitado para ejerlCer ese
cai go.

En consecuencia, tb..ago moción para que, en vez de es-
pecificar que puede ocuparse dioho cargo después de ha-
l10rse cumplido cuarenta años, se establezca que puede ocu-
par se a los treinta y dnco años.

SEÑOR NUNEZ RIBE'lHO. - Pido la I])ala'bra.
SEÑOR PRESlDENTE. - Tiene la palabra el señor Le-

gislador.
SEÑOR NUNEZ RIBEIRO. - Yo hago moción, señor

Presidente, para que se su.prima del artículo S".c--como creo
que rué suprimida -d el artículo anterior-la palabra "na-
tara!". Adh íero también a la prooosícíón del señor Rossi,
en el sentido ,de que se rebaje a treinta y cinco años el lí-
mite d e edad q ue filja el artículo S.",

SEÑOR ~I1NISTRO. - Pido la palabra,
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene 'la palabra el señor Mi-

nístro.
SEÑOR I\HNISTRO. - Esta cuestión ,de apreciación de

1<'. edad, es algo que sirve para establecer una norma de
aproxímactou y nada más. Hay muchachos a los sesenta
años de edad, y viejos a los veinticinco. Yo prefiero que ,se
elimine la d ísposíción.

¿Cómo un d íreotor de servicio, repito, que tiene que es-
tar en contacto con profesores, con niñas y madres. que tie-
ne que estar oyen.do conf ldenctas de naturaleza íntima, va a
ser un muchacho d e veinticinco años? Si me apuran, voy
a llegar .a que ní a los cuarenta alcanzan muchas personas
e~ grado de juicio y discreción necesario en ·esa.s f uncíones.

SEÑOR NUNEZ RIBEIRO. - El señor Ministro parece
que a los cuarenta y cinco años ya se siente viejo.

SEÑOR l\HNISTRO. - PuedJe ser que lo sea!
SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Acepta el señor Mlnisbro la

modí tícacíón ?

SEÑOR MINISTRO. - No señor.
SEÑOR PRES,IDENTE. - En cuanto a la supresión de

la palabra ".natural"?
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SEÑOR MINISTRO. - Eso sí.
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar en primer tér-

mino la fórmula del Poder Ejecutivo ...
SEÑOR REYES MOLNE. - Pido la palabra,
SEÑOR PRESIDENE. - T'iens la palabra el señor Le-

gislador.
SEÑOR REYES MOIINE. - Si hay ambiente para que

se. fije la edad en treinta y cinco años, porque es necesa-
rio llevar a esos puestos hombres de UI: poco de m'ldurez,-
madurez que posiblemente no se puede encontrar a los vein-
ticinco o veintiocho años en un profesor que vaya a ocu-
par un puesto de esa calídad-c-crso que debemos fijar eso
limite en treinta y cinco años.

Yo propongo que ese límite ,}e edad se estab lezca en
treinta y cinco años.

SEÑOR ~n 'ISTRO. - Yo no insisto, porque no vale
la pena.

SE~OR NUNEZ RffiEIRO. - Propongo que la edad pa-
ra el Decanato sea de treinta y tres años.

SEÑOR IDNIS'.rRO. - Entonces, yo propongo la elimi-
nación del inciso.

(In terrupciones) .
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el antíeulo del

proyecto, tal <mal ha sido leído, y con la supresi6n de la
ralabra "natural" y del ·meiso segundo.

SEÑOR NUNEZ RIBEIRO. - Que se divida la vota-
ción.

SEÑOR REYES MOLNE. - Que se vote por incisos.
SEÑOR PRESIDENTE. - Se votará así.
-Léase.
(Se lee):

"Artículo 8.° Para ser designado Decano de Facultad o
Seccíones, se requiere las siguientes condiciones:

1.0 Hallarse en ejercicio de la ciudadanía".

--Be va a votar el inciso leído.
(Se vota. - Afirmativa.: ocho en nueve).
-Léase el inciso 2.°.

4.
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(Se lee):

"2.° Haber cumplido cuarenta años de edad",

---,]]1 Poder Ejecutivo ,ha p~opuesto la supresión de este
inciso; el señor Nunez Ríbeíro ha propuesto que se reduz-
ea a treinta y tres años, y el señor Reyes Molné a treinta
y cinco.

Se va a votar en primer término si se suprtme el inciso.
(Se vota. - Negativa: tres eu nueve).
-Se va a votar el inciso con la modí tícaclón que esta-

hlece la condLciónde treinta y tres años de edad, propues-
ta por el señor Nunez Ribeiro.

(Se vota. - Negatava i uno en nueve).
-Se va a votar modificando a treinta y cinco años la

edad propuesta por el señor Reyes Molné.
(Se vota. - Afirmativa: seis eu nueve).
-Se van a votar los restantes íncísos de los artículos

iL~) y 4.0.

(Se vota Afirmativa: seis en nueve).

ARTICULOS 9.° y 10

-Léase el artículo 9.°.
(Se lee).
-En .discusión.
(No habiendo observación, ,se vota. - Afirmativa: siete

en ocho).
-Léase el artículo 10.
(Se lee):

"Artículo 10. Todos los planes de estudios, así como sus
modificaciones, serán organizados por los respectivos Con-
sejos Directivos, los cuales comunicarán al Con.sejo Central
Universitario 'para. su aprobación. o para que formule las
observaciones que su estudio sugtera, devolviendo los ante-
cedentes ·de lo actuado al Consejo de su procedencia. Si és-
te rechazara las enmiendas, se estará a lo que se decida
por dos tercios de los cornpoueutes del Consejo Central
Untvereítar-ío.
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Transcurridos treinta días sin que el Consejo Cenüal
Universitario hubiese hecho conocer sus observaciones al
Interior, se tendrá por aprobado el nuevo plan 01 sus modi-
ñcaciones, tal cual lo huibieransido por el Consejo Direc-
tivo.

Aprobado por la Universidad un ¡plan de estudios 'se ele-
vará al Ministerio de Instrucción Pública de acuerdo con
lo dispuesto por el artículo 11 de la ley 31 de Diciembre de
1908.

Si la reforma afecta el número .de años de estudios o ail
de materias que integran los cursos con relación al plan
vigente, deberá someterse el proyecto al Poder Ejecutivo
para que a su vez lo someta 'con sus observaciones a' la con-
sideracíón del Poder Legislativo."

-En discusión.

SE~OR REYES MOLNE. - Habría que agregar la pa-
labra: "Aprobación". Decir "consideración y aprobación".

SEÑOl{,MINJS'l'RO DE INSTRUOCION PUBLICA. - Se
sobr eentiende.

SE~OR REYE~ MOLNE.-- Sin embargo, puede ser mo-
tivo de díscusión.

SEÑOR l\IINISTRO. - ¿Me permite?
Voy a fundar brevemente los dos artículos. El 9." ya es-

tá aprobado; es al sólo efecto de su htstoría que lo rozaré
y en cuanto ad 10., porque es el que hay que tratar.

El artículo 9.0 se ,refiere a, la famosa cuestión del porío-
do complementario. Las leyes vigentes establecen que los
Consejeros durarán por cuatro años en sus funciones; y SI
vacara el cargo por renuncia, defunción, destitución o
abandono, el designado para. reemiplazar'lo desempeñará el
período 'complementario. Así, fallecido un Consejero, con
ues años de mandato, el q.ue resu'lte electo en su reemula ..
zo sólo desempeñará el cargo por el período complementa-
1'10, es decir por un año.

La razón de esta dtspostcíón es la de que conviene articu-
lar la rotación de los Decanos con los Consejeros, en for-
ma tal, que siempre queden elementos conservadores en la
institución: cuatro años los Consejeros, .tres los Decanos.
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Al irse el Decano queda el mismo Consejo; al poco tiempo
de entrar el nuevo Decano se renueva el Consejo con el
cual debe colaborar. Son las razones conocidas para todos
los casos en que hay renovacíón parcial de una corpora-
ción, las que militan en el sentido de la ley de 1908.

Ahora ibien : respecto de los Decanos, nada se decía, y
entonces, por analogía, Invarrabtemente, casi ínvaj-Iable-
mente, en la Universtdad, cuando un Decano reuuncíaba a
los dos años de haber desempeñado el cargo, el que era
designado en S'J reemplazo, sólo desempeñaba el decanato
1101' el período cornplementarto.

Así se interpretó la ley siempre.
Lo que hacemos ahora es acabar con la cuestión y dar-

1(' un ,sentido: tanto los Decanos como los Consejecoa debe-
rán ro+ar en forma tal, que se articulen (> "engranen" los
dos organismos. para que el "sprtt de suite" sea conserva-
do en la institución: entra el nuevo Decano a los tres
años, actúa con un Consejp que está para caducar, por lo
menos parcia.lm en te : al año de su actuación se renueva:
a los tres años, se va ese Decano y así sucesivamente.

La misma regla conviene extender.la a los directores de
liceos. Puede venir 'una nueva dirección del servicio que
desee imprimir cierta ori.entación a les liceos y que necesi-
te que queden en jaque las designaciones anteriores. Los
directores de liceos, que son a término, también se desig-
narán en la misma forma: en forma tal que caduquen pre-
cisamente en fechas filjas, según períodos fijos, cada uno
de ellos.

Repito que el artículo 9.' 'no hace nada más que escla-
recer una: cuestión que alguna 'vez sedis'cutió, y sentar por
ley una práct.íca jurtsprudencial de la Universidad. En cuan-
te. al a.rtículo 10., conviene que el Poder Ejecutivo exam í-:

no los planes de estudios antes de sorneterIos al Par-lamen-
tú y que 'pueda opinar sobre ellos.

En Francia, el Ministro de Instrucción Pública tiene ta:
ingerencia sobre los servicios Iíceades y' de enseñanza pri-
maria, que llega hasta dictar instrucciones técnicas respec-
to a la forma de enseñar determinada materia.

Nosotros no queremos, ni hemos tenido nunca en nuestro
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j.aís, una facultad tan extensa vara el Poder Ejecutivo, que
siem.pre está agitado por los .prob lernas políticos. De mane-
ra, pues, que la menor Intervención que deba tener el Eje-
cutivo no puede ser otra qu e el contralor 'G'e los planes de
estudío, los cuales muy a menudo entrañan un problema
nacional, a tal punto, que, sin ser aprobado por el Cuer-
po Legislativo, no obstante ser muy técnicos: no pueden
ser puestos en vigencia.

Esta es la modtfícación que representa el artículo 10.
respecto del régimen actual. Y también se trata del süen-
eío administrativo: si a los treinta días de sometido un
proyecto por el Consejo especial, el Consejo Central no pro-
nunciara sus enmiendas, se entiende que lo acepta; tácita-
mente se ha operado la aprobación,

Nada más .tengo que decir.
SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la pa-

labra, se va a votar el artículo 10 ..
(Se vota. - Afirmativa: sieto en ocho).
-Léase el artículo 11.
(Se lee).

ARTICULO 11.

Artículo 11. Contra las rosotucíones de segunda instan-
cia dictadas 'Por las autoridades universitarias, sean expre-
sas, o tácdtas, que violen algunos de los derechos que en
favor de particulares o de funcionarios la legislación consa-
gra, habrá una acción contencíoso-admínístrattva por le-
síón de derechos, q ue deberá ser promovída por el intere-
sado ante la juri.sdicción respectiva y en vía ordinaria den-
tro de los sesenta días de dictada.

En todos los casos en que el órgano judicial haga lugar
a estas acciones, deberá dejar expresamente a salvo, en su
fallo, las providencias o acciones que, contra los funciona-
rios que hubiesen intervenido en la elaboración o sanción
del acto íra'eg.ular', por .responeabíltdad penal, civil o ad-
ministrativa competan, 'como consecuencia de dicho acto, al
Elstado, a la Untverstdañ o a los funcionarios o part ícula-
res afectados.
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La prescripción de tales acciones corre a partir d.'e la fe-
cha en que quede ejeoutoriada la sentencia judicial.

Las sentencias definitivas que se dicten en estos jui-
cios deberán ser siempre comunicadas por el Juez de Pri-
mera Inetancia al Ministerio de Instrucción Pública, .para
que el Poder Ejlecutivo provea lo que a su duicio en cada
caso corvesponda, en relación con las responsab llidades
pendientes.

-En discusión.

SEÑOR ~rrNISTRO DE INSTRUOOION l'UBLlOA. -
¿Me permite el señor Presidente?

Es una norma de derecho y una ,garantía de los dere-
, chos indíviduales, otorgar a los perjudicados por un acto

de la administración, un recurso contencioso administra-
tivo por lesión de intereses o lesión de derechos (la cien-
cia nueva tiende a demostrar qne no puede producirse
lesión de intereses sin que medie lesión de derecho, y que
no hay lesión de derecho sin que medie lesión .de interés),
a fin de 'ql1e se repare justamente el daño causado, por vía
d", resarcimiento.

Conviene, con mayor razón en la Uníversldad que en
otros ambientes administrativos, que el derecho de los par-
titulares, alumnos, profesores, dí reoto res, empleados, et-
cétera, sea pertectaanente respetado. Luego, si agotados los
recursos jerárquicos el perjudícado no obtuviera satis-
facción, tendrá aún en su haber, la acción contencioso-ad-
ministra tiva.

Se trata de 'un prmctpío general que conduce a reclamar
ante los Tribunales de [ur lsdlccló n especial, una gnrarrtta
de imparcialidad contra cualquier exceso del Poder Admt-
nistrador, en loualquiera de las roparttciones a su cargo. Con
más razón, en un ambiente que debe ser, por eu naturaleza
el más moral y el más legal de los ambientes admínístratt-

YOS del 'País.
Se estaJblece el período de ¡prescripCÍJón, porque no es ra-

zonable que 'una acción de esta naturaleza quede víva por
mucho tiempo. Se regirá ella por Ios principios generales
dt-' derecho. P.or fin se establece que los Jueces deberán
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comunicar al Ministerio de Instrucción Pública la resolu-
ción recaída, ,3; l?s efectos de hacerla cumplir. Es preciso,
y ya la Constituyente está en esa tarea, empezar a crear
la responsabilidad individual del >funcionario desde el pun-
te. de vista penad, del admtnístrattvo y del civil. Si un ñun-
cíonarto, por un acto arbitraío, perjudica a un particular,
y como reflejo de ese perjuicio el Estado tiene que indem-
nizarlo, es justo que el Estado vaya a repetir contra el fun-
cionario causante de ese 'Perjuicio, por el acto arbitrario,
sea de naturaleza delíctual, sea otra infracción, de índole
civil o de índole penad.

Los rnísmoe funcionarios 'pueden cometer actos de suma
gravedad: contadores o empleados de Contaduría que al-
t.eren estados o 'cometan talaí ñcaciones ; runctonaríos de
secretana-c-se ha dado el caso en la Universidad, y ha;y que
decirlo - que han em ltído certificados de estudios falsos,
etcétera.

La Universidad no puede ser un órgano de encubrim íen-
te de rattas de esta gravedad. Si en algún caso lo fuera, la
justicia regular se encargaría de reparar los daños, indem-
nizar a los perjudicados y restablecer, par lo menos, el or-
den moral.

He terminado.
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el artfculo 11.
(Se vota. - AfÍl'mativa: siete en ocho) ,

ARTICULO 12.

-Léase el artículo 12.
(Se lee).
-En discusión.
(No habiendo observación, se vota. - Afirmativa: síe-

te en ocho).
-El '3irtículo sígutente es de orden.
Queda sancionado el :proyeoto.

SEÑOR J\fiNISTRO DE INSTRUOOION P'lTBLICA.
Pido la ,palabra.

SEÑOR PRESIDENTE. - 'I'íene la palabra el señor Mi-
nistro.
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SEÑOR MINISTRO. - No recogí oportunamente, por
descuido, una indicación del señor Reyes Molné qnrs nos
obligará a reconstderar el ar tículo 10. Donde termina e~
ar'tículo, se lee: "para que a su vez los someta, con sus
observacíones, a la consideración del Poder Leg ísla.tívo,"
}Jl señor Legislador aconsejaba .porier: "consíderacíón y
aprobación". Aunque esté en lo implícito, parece que es
más correcto incorporar ese agregado.

SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se reconsí-
dera el artículo 10.

(Se vota. - Afirmativa: siete en ocho).
-Se va a votar el artículo 10. con la moríificación pro-

puesta, que acepta el señor Ministro.
(Se vota. - Afirmativa: siete en ocho).
SEÑOR FASCIOLO SffiI.- Pido la palabra.
SEÑOR PRESIDEN'rE. - Tiene .la palabra el señor Le-

gislador.
SEÑOR FASCIOLO SffiI. - En virtud de la urgencia

que hay -en la pronta sanción de este proyecto, hago mo-
cíón ']Jara -que se suprima. la segunda discusión part.ícu.lar
y se comunique de inmediato.

SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la 'PJUpresión
do la segunda discusión par-tícular y la comunícacíón in-
mediata del proyecto,

(Se vota. - Afirmativa: siete en ocho).
-Queda aprobado el proyecto en ambas díscusíones y

se comunicará.
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Documentos Oficiosos

1

Con el Ministro de Instrucción Pública

La ley orgamca de la Universidad reafirma
los fueros universitarios

En las primeras horas de la 'tando de hoy logramos en-
trevístarnos con el Ministro de Instruccíón Pública, doctor
Horado Abadie Santos, a propósito de los comentar-íos que
había provocado la nueva ley orgánica de la Urrívers ldad,
recientemente 'puesta en vigen.cia. El distinguido juriscon-
sulto emitió sus conceptos en la siguiente tor ma ;

~Se afirma qu e la ley de Organización Universitaria le-
siona los fueros de la institución.

-Este juicio es erróneo. En el Congreso Uníversítacio
de Montevideo, :realizado hace dos años, fué muy bien iluso
nado el 'punto relativo a las diferencias que existen entre
los conceptos de "organización" y "autonomla.". La Iey d'e
(IUe se trata no roza absolutamente los ñuer os universita-
rios; ante .bien, concentra todos los 'poderes dentro de la
esfera propia de la institución, acrecentando sus tacultades
e incorporando un régimen de garantías que tute laría por
medio de la acción judicial, los derechos de alumnos, pro-
fesores, Iuncíonar ios admínístratívos, y particulares a
quienes alcance algún acto de la gestión universitaria.

-¿Pero entonces, no se legisla sobre el principio de in-
tervención?

-El derecho de Intervencíóu, que está entre las facul-
tades implícitas del Gobierno, se crea expresamente como
atributo del propio Consejo Universitario, Es éste, pues,
quien podrá, desde ahora, j,uzgar el caso de anormalidad
en que caiga cualquier Escúela, e Intervenir la hasta tanto
se restablezca el orden.
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Luego, al conferir tan preciosa atribución a la más se-
lecta emanación de los claustros, como debe ser lo el Conse-
jo Central, la ley, en cierto modo, embota, difiere, aparta

al Poder Político de toda intervención, con lo cual el go-
hierno propio de la Casa 'de Estudios aparece reafirmado en
términos ~categór¡'cos.

-¿Ouál es entonces la novedad de esos textos?
-Muy poca, Precisan, concretan, aclaran las leyes de

1885, 1888 y 1908. concentrando la autonomía en el 'cen-
tro directivo pueeminente ·de la Universtdad.

Como usted sabe, el Consejo Central cons tituye algo así
como una emanación de los diez Consej'os Directivos. En
efecto, los diez Decanos actuales lo forman, acompañados
por diez delegados de aquellos Consejos. Cada Facultad o
Sección envía a dos representantes de su mayoría - el De-
cano y un delegado de cada uno de ellos - todos los cua-
les forman los veinte votos del Central, presididos 'Por el
Rector.

Se imagina, naturalmente, que los diez Decanos 80n otras
tantas personalidades universitarias, emanadas de la mayo-
rla de los diez Consejos y de cada uno de ellos. Y además,
hay que admitir que los diez delegados no se reclutarán
sino 'entre los elementos más prestigiosos de cada claustro.

Luego, esos veinte votos, presididos por el Rector, tienen
un inouestionable y limpio carácter unrversítarío, por re-
presentar todos los sectores unívorsitaloa, estableciendo un
"trait d'union" estreClhísimo ontrs cada Escuela y la auto-
,1 idad superior. Siendo así, no se vé córno pueda <concebirse
sin incurrir en el rparalogismo de la falsa oposíción , al Con-
sejo Central tal que si fuera una entidad enemiga de la
Universidad o .preveriida contra ella, cuando en reaüdad la
integra "carne de SIU ·ca,rne y huesos de sus huesos", según
el precepto bíbltco,

Los que sin haberla estudiado con reposo, ínfbuenclados
por prevenciones lamentables, se pronuncian Iígeramente
contra la ley, no han advertido que al ooor dinarse todos los
centros bajo la égida del central, se estrechan los lazos de
solidaridad entre ellos ; cada Escuela - hoy PO'l' tí, maña-

na por mí - colaborará en la gestión de las demás, forta-
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leciéndo.se por esta reeíprocídad de acciones y sugesttones,
la personalidad de nuestro. más importante órgano. cultural.

Observe usted que toda la autonomía se mantiene en sus
j ropíos centros, sin perj uícío de las técnicas que, corno es
natural, permanecen concentradas en. cada organísmo dírec-
tívo especía lízado.

-¿Altera en algo la nueva ley el régimen de eleeción de
Rector ?

-No., señor ; hoy como. ayer, y mañana corno hoy, será
éste elegido por el Poder Ejecutivo.. La única modtñcacíon

que se introduce es de detalle y tiene esta impo.rtancia:
Antes, el Poder Ejecutivo., podía llevar al sitial del Rec-

tor a cualquier titulado, aún extraño a la actividad docente.
Ahora, para ser Rector, es preciso, G haberío sido. con

anterio.ridad, o desempeñar o haber desempeñado. cátedra.
Haber ejercido. la funlCÍoóndocente, ha.berse mantenido. vin ..
culado al medio un iver.sitar-ío.

Este sólo. detalle revela el 1l<ro.pósito.que en la Iey alien-
ta, de evitar que elementos extraños a los claustros alcan-
cen aquella encumbrada posíctón.

-Ento.nces, ¿sólo. los catedrátícos podrán ser Recto-
res?

~o. También podrán serlo Ios ex catedráticos, los pro-
feso.res o ex profesores titulares o interinos, y aún los En-
cargados de Grupos, verdaderos profesores prestigiosísimo.s
muchos de ellos, a Quienes una ley de Presupuesto. poco
científica impidió hasta hoy alcanzar la cátedra efectiva.

Se ha deslizado. por este medio. la posibilidad democrá-
tica de que mucb ístmos candf datos puedan surgir, todos
ellos elementos vinculados a las au las -- no extraños a
ellas - don de puede operarse una selección fácil, puesto
nue, cuanto mayo r sea su número, mayor ha de ser también
la po.sibilidad de aciertos por parte de quien diaya de esco-
ger.

Un gran estímulo, dsmocráttco, lo. repito, de democracia
selectiva, pero restringido al ambiente propio, se crea de
esta manera a los altos valores científicos y morales de
la Universidad.

--Se crítica también la forma 'de elección de Decanos.
¿Qué novedad hay en esto?
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-Hasta hoy, cada Consejo proponía un candídato al
Poder Ejecutivo, el cual podía legalmente aceptar-lo o re-
chazarlo, solicitando nueva propuesta.

En lo sucesivo, cada Consejo pro/pondrá los candidatos
que logrpn su-cesivamente su mayoría, en terna, ~I Poder
Ejecutivo,

Este procedimiento presenta varias ventajas.

1.0 - Evita la violencia moraf en que los Consejos sue-
len hallarse .euaudo muchos -de sus miembros tienen d lí'l-
cultad para decidirse entre dos o tres candidaturas cual-
quiera de ellas excelentes.

2,0 - No coloca al Poder Ejecutivo, ante la violencia
moral de rechazar candidaturas, como es de su derecho y
como ha oeurr ido alguna vez en nuestro país, puesto que
le basta -con escoger otro nombre de la terna para conjurar
C':esagradables y amenudo ínconducentes confl ictos en que
lleva - legalmente - la -peor parte, la propia Unilversidad;

Emanados los candidatos de la mayoría del Consejo, sea
uno o tres o cinco, tan universitarios han de ser unos co-
mo otros, 'pues, no es exacto que sean escasos 10B buenos
profesores dignos de -la calificación de Presidentes del Con-
sejo respectivo.

En fin: para terminar, debo decir le que el artículo int-
cíal de la ley que atrilbuye al Consejo Universitario nada
menos que las facultades de la Alta Corte de Justicia, en
lo administrativo, se entiende, basta y sobra para caracte-
rizarla como la afirrnacíón más rotunda e ínterg íversa-
ble del alto espíritu universitario que guió mi pluma cuan-
do redacté el proyecto.

-¿Piensa usted oir a los 'Profesores sobre este tema de
tanta actualidad?

-Sí Se me ha dicho que me entrevistará una delega-
ción de Enseñanza Secundaría, a la cual recibiré con el
mayor placer.

( 5 de Marzo de 1934).
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La Ley Orgánica Universitaria

He-mos creído conveniente, en vista de la injusta explc-
tación que se hace de la ley orgánica untversítarta. entre-
vistar nuevamente al Ministro de Instrucción Pública. Al
efecto, uno de nuestros redactores se le aperscnó en la tar-
de de hoy, diciéndole:

-Vuelvo a solicitar su atención, doctor Abad!e Santo!',
en nombre de "El Diario", 'ap,ropósito de la ley Orgánica
de la Universidad

-Por mi parte, agradezco la oportunidad que me brin-
da el señor Director para abundar sobre el examen de la
Ley Orgánica d-e que se trata.

"La Mañana", en sus números de los días 2, 3 y 4 de
marzo, publicó el texto íntegro de la ley (10 ar tícul os) y ",1
Mensaje del P. E. a la Comisión Permanente, que fué ob-
[eto de repartido y estudio por el término de ocho días.
Los proyectos antecedentes habían sido presentados cuatro
o cinco meses antes. El proyecto del P. E. se dirigió a atem-
perar esos antecedent-es en sentido favorable a la Univer-
sidad.

Yo tengo la seguridad de que, cuando nuestros universi-
tarios hayan examinado esos documentos con espíritu crí-
tico y despojados de todo "partí pr ís"; van a exclamar con-
migo: "ésta es la ley más tímida que se haya dictado en
nuestro país desde 1885, en materia universitaria"

Esa calíñcacíón la consideraré el mejor elogio de la íní-
ciativa en cuestión.

Treinta años de permanencia en los claustros como alum-
no, examinador, profesor y catedrático, entre ello, seis años
como Consej ero de Enseñanza Secundaria con una actua-
ción muy dcfin ída en este cargo directivo que aún conser-
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va, me permitieron conocer bastante profundamente la in-
suficiencia de los viejos textos despojados en la actualidad
de contenido jurldico: formas huecas, hojas secas, de un
estatuto honorable cuyas virtudes cardinales yo deseo que
se conserven.

Meditando largamente sobre el arduo asunto, me sentí
atraído por la analogía que en cierto modo existe o puede
existir entre la organización del Poder Judicial y la de la
Universidad. Poder delegado de la soberanía nacional, ei
uno; ente autárquico por su función cultural, el otro, no obs-
tante las diferencias que entre ellos existe de esencia, natu-
raleza y finalidad, tienen un punto de contacto: necesidad
institucional de independencia. En cuanto al factor huma-
no, observe Vd.: jueces y profesores, alumnos, abogados,
escribanos, peritos: gentes cultas de moral media elevada.
Imparciales por definición y apolíticos hasta donríe ello es
posible, que lo es en el orden docente.

A través de esa infer encia. fué concebido el articulo ini-
cial de la ley, análogo al que define las atribuciones admi-
nistrativas de la Alta Corte de Justicia de nuestro país, que
es cabeza de todo un Poder separado en el régimen del Es-
tado.

Como sería ridículo concebir tal que un nuevo Poder PÚ-
blico el ordenamiento de las instituciones docentes, esa idea
debe ser corregida a fin de lograr ubicar dentro de la es-
fera del Poder Administrador, a esa entidad d=scentral í-

zada que ha menester un alto grado de independencia para
alcanzar sus fines, bien que estrictamente ceñida a los
prí ncípios más rigurosos de legalidad.

y bien: aquella subordinación que la ley de Corte impo-
ne a todos los órganos jurisdicciona1e9 del resorte, no es-
torba absolutamente a la independencia de que gozan todos
y cada uno de los jueces e.n el orden técnico estricto, por
principio constitucional y precepto legal. Luego, en nada se
disminuyen los diez centros docentes especiales por hallar-
Se sujetos a disciplina y responsabilidad legales ante el Con-
sejo Universitario, que por tradición llamamos siempre
Central.

Si este órgano no concentra, ni unifica, ni subordina, ni
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encierra algo así como el centro de gravitación del sistema,
convengamos en que ese órgano sobra. En tal caso, cada
sector actuaría con un ser extraño, traicionando hasta el
"etymo" de la palabra "Universidad".

No es exacto que la centralización viva y actual del siso
tema haya de determinar un "minus" en la independencia
necesaria a cada Escuela; no es exacto; como no es exacto
que cada juez carezca de independencia en lo suyo en 'el fa-
llo de las causas de su jurisdicción y competencia, por el
hecho de hallarse administrativamente sometido a la Cor-
te, en lo consultivo, lo disciplinaria, lo correccional y di-
rectivo.

Velando cuidadosamente porque ese distingo apareciera
en forma nítida en la ley, fué que se estableció la ínapela-
bilidad de las decisiones recaídas en materia estrictamente
técnica que ha quedado - como hasta hoy - concentrada
en cada Consejo Directivo, como facultades privativas que
en mi concepto son, de cada servicio especial.

Ahora bien: en los demás órdenes de relaciones jurídi-
cas del derecho universitario, ¿qué otra cosa se hace sino
entregarlas al dominio científico de los principios propios y
conocidos de las disciplinas administrativas?

¿Por qué no ha de organizarse un sistema de gar an tía s
dentro de ia propia Universidad, y si fuera de ella, en la
esfera del Poder Judicial? Nadie podrá contestar honora-
blemente a estas preguntas, sino en un sentido: ].1 respon-
sabilidad funcional es de principio; y más severa, cuanto
mayor sea el grado de independencia del fuu cionar-io u ór-
oano administrativo.

El Consejo Central, como lo hice notar en el anterior re-
portaje que Vds. se dignaron plantearme, se halla por en-
tero contenido dentro de la esfera de acción universitaria.
Sus elementos proceden directamente de los Consejos espe-
ciales. Representan la mayoría de cada une de ellos. Actúan
simultáneamente en uno y otro. Deben ser y son verdaderas
persona.lidad es docentes, dueñas de su albedrío, en los lí-
mites irrenunciables e insuperables de la ley.

Obsérvese cómo se ha huído del detalle reglamentarista:
sólo unas diez d íspoaícíones estructuran la entidad. Se ha de-
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jado deliberadamente al régimen propio de las ordenanzas
que puede dictar el Consejo Central, toda esa materia es-
pecialísima, estableciéndose en el mensaje esta afirmación
qUe sometemos a la opinión pública:

"Por ahora juzga el Poder Ejecutivo procedente detener
aquí la revisión de las leyes de que se trata, en la esperan-
za de .que la coordinación de los institutos permita al Con-
sejo Central adoptar las iniciativas pertinentes a fin de rea-
justar esta importante repartición nacional".

Entendí y entiendo que corresponde a la Universidad ela-
borar su sistema de ordenanzas, pues el actual es calamito-
so, como lo saben todos los Consejeros, Decanos y Secreta-
rios de la institución. Al hacerla, han de advertir cuándo,
la naturaleza de la norma requiera se la eleve a precepto
legislativo. En tal caso, por los órganos competentes se I&-

gislará más adelante, así que las aguas CEl reman se n y los
espír-itus recobren la serenidad necesaria para tratar de es-
tos graves asuntos encarándolos con un sentido de tutur o
remoto, hasta más allá de la vida de nuestros hijos.

y terminó el. doctor Abadie Santos, diciendo:
-No obstante lo dicho, si el Consejo Central Universi-

tario señalara. en la ley un precepto que no correspondtera
a los principios a que debe obedecer la organización univer-
sitaria, tanto el señor Presidente de la República como el
Ministro que habla, se harán cargo de .ínmedíato del punto
en cuestión, escuchando con la consideración que la Uni-
versidad merece, sus justas Objeciones, para ímprtmtrtes
fuerza de ley aclaratoria, interpretativa o derogatoria de:
precepto impugnado. En tal sentido ya se ha hecho públtca
la declaración pertinente.

y por hoy basta, señor repór ter. Y digo "por hoy", su-
puesto que desec proseguir sobre el tema si Vd. me entre-
vista mañana o pasado mañana.

(7 d'9 Marzo 1934).
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Autonomía Universitaria

Límites de la misma - El dictamen de Alfredo
Vázquez Acevedo,

El ex Consejero Nacional Alfredo Váz quez Acevedn, figu-
ra consular de .a Universidad, el 30 de Noviembre de 1922
sobre el tema del epígrafe, acompañando nn proyecto de ley
orgánica, dictaminó en esta forma:

Mi proyecto responde a los siguientes fines:

"1.0 Determinar por medio de prescripciones concretas
y precisas el alcance de la Autonomía Universitaria estable-
cido por el articulo 100 de la Constícucíón, a fin de evi-
tar conflictos y facilitar el regular tunclonamíeu.o de la
enseñanza secundaria y superior.

2.0 Dar unidad a la dirección de esa enseñanza para
asegurar la armonía del régimen general 1e la Universidad.

Por medio del proyecto dejo resuelta de una manera cla-
ra una <cuestión que llevaba camino de desnaturalizar la
mente incontestable del citado, artículo constitucionaL Ha-
bía en efecto llegado a entenderse que la autonomía esta-
blecida por la Constitución se extendía a todas y cada una
de las Fucuftades, Escuelas y Secciones de la Uníversídad,
cuando la intención evidente de los constltuventes fué íns-
títuír UNA SOLA AUTORIDAD SUPERIOR DE LA "tNI-
VERSIDAD cox CARACTER AUTONO~lO, DEJANDO A
LOS CONSEJOS 'DE FACULTAD, ES<"'UEI,A O Sl!:CCION,
SUBORDINADOS A ELLA",

5.



- 66-

Yo someto. señor Repórter, a las autoridaeds uuiversita-
rias, - nos dijo el doctor Abadíe Santos. - ese dictamen'
al cual responde exactamente la orientación de la ley que
examinan ahora.

No dejaría f!" ser extraordinario que se descouocíera la
autoridad de su autor, con cuyo nombre se honró la Sp.cción
de Enseñanza S(~undaria y Preparatoria al Inscr iblrjo jun-
to a una de las puertas del acceso a su sede, sobr-e la ca-
lle Eduardo Acevedo, si no me traicionan mis recuerdos.

Pero lo curioso no está ahí, sino en esto ot ro : en el pro-
yecto de Vázquez Acevedo se integra el Consejo Central
con cuatro delegados del Poder Ejecutivo, en tanto que la
ley 2 ·de Marzo en curso, olirn ina totalmente esa delegación
respetando la compo sicíón actual del suao d í cho Consejo.

Además, somete al Poder Ejecutivo la conducta de los
Consejeros, caso improbable de faltas graves, en tanto que
la ley 2 de Marzo entrega ese juicio al pr-opio Consejo oon-
tral.

Además, abre recurs-o admtnístrattvo contra resolucio-
nes del Central para ante el Peder Ejecutivo, en tanto la
ley 2 de Marzo cierra en el segundo grado 81 recurso jerár-
quico, por principio general, de tal suerte. que lo resuel-
to por el Dir-ectivo sólo puede ser revisto o anulado por el
Central, yeso si no compromete materia técnica especial.

Señalo corno analogías entre aquel proyecto y esta ley:

1.0 Facultad del Consejo Central de destituir por omi-
sión o ínept ítud a los miembros de Consejo, Decanos y Di-
rectores de. Institutos de Enseña.nza. (Provecto Vázquez
Acevedo) .

2.° Tomar medidas d,o; corrección en caso de graves fal ..
tas de agrupacicnes estudiantiles, pudiendo llegar a la sus-
pensión y clausura -por tiempo í ndeterm ína do, de los Esta-
blecimientos Un íversttar íos. (Proyecto Vázquez Acevedo).
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Obsérvese aquí que el iniciador de la ley 2 de Marzo. or-
gánica de la Universidad, sólo, definió geuérrcamente la po-
testad disciplinaria del Consejo Central, entregándose por
el mensaje presidencial, a la propia autoridad, la iniciativa
de la ley u ordenanza casuísttca necesaria.

Proyecto del Ministro Rossi

Siendo Ministro el doctor Santín 'Carlos Rossi, suscribió
un mensaje dirijido al Parlamento el 4 de Diciembre de
1929, en el cua: se lee este pasa] e:

"Otra modificación que se desea señalar consiste en las
relaciones que deben tener los Consejos entre ellos. Un de-
fecto evidente de la ley de 1908 es la autonomía de cada
Consejo con respecto a los demás y al Central, que es uno
de los factores del estancamiento que 3e nota en ciertas
Facultades que no siguen en el pr-ogreso a las demás ..

Las normas deben ser comunes y la raz orgánica de la
Uníverstdad debe ser una.. Pero como c-ada disciplina de es-
tudios tiene su técnica propia, dentro de la división del tra-
bajo, se asigna en el proyecto toda la jurisdicción técnica
a cada Facultad, pues sólo el especialista es apto para la
especialidad."

;"

En lo dispositivo del proyecto Rosal, se entrega por su
artículo onceno al Central, la jurisdicción superior de la
Universidad y toda la facultad reglamentaria en lo, decisivo,
respetando simplemente el derecho de propuesta de cada
Consejo.

Caso de conttícto, predominará el criterio, del Consejo,
jerarca común.

Unificación de las normas generales de administración,
y facultad de dictar reglamentos vara la provlstón de cáte-
dras.

Además organiza, (artículo 19.) recursos de revisión an-
te el Poder Ejeeutivo de todas las resolucíones de los Con-
sejos, erigiendo en juez definitivo al Poder Ejecutivo, ex-
cepción hecha, de las de orden técnico (art, 20).
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Recién conozco este proyecto que penetra profundamente
en la organ izació n y afecta, también en lo hondo por ello
mismo la noción de autonomía.

La ley 2 de Marzo coincide con él, en 1-0 fundamental; pero
sólo dispone algo así como la fo·rma externa, el molde le-
gal dentro del cual la propia Uníverstdad en ejercícío del
"Self Gouvernement" ajustaría su legislación interna, so-
metiéndola una. vez unificada y sistematizada, a la apro-
bación de los poderes públicos.

Tiene por virtud esencial esa ley, la de cerrar 81 período
de los tanteos .' confusiones, acentuando los rasgos de la
personalidad jurídica de que se trata; y por mayor ga-
lardón, - es mi opin ión, naturalmente, - el de no cerrar
las solucíones de carácter técntco - docente: todas ellas,
en la infinitud de sus modos o maneras, absolutamente to-
das, caben dentro de la sístematizacíén ideada para emul-
sionar los claustros, excitar a los universitarios, arrancados
a su inercia o estancamíento, poner-los en movimiento hacia
los ideale que según dicen ellos los tra.en soliviantados, lle-
nos de una inquietnd que no debe debatirse en verhalismos
incongruentes o declamatoeios, síno ante fórmulas concre-
tas, plasmadas sobre realidades vivas que no han de rela-
cionarse, - en delirio de esqnízoídes, - con un concepto
vagaroso de futuro inasequible, sino con las imperfecciones
d:e lo aetual,. que debe ser efect.ívamento superado.

Abandonemos todos, por un in.stante, la vulgaridad del
lugar común electoralista, y penetremos verticalmente al
problema de fondo para el cual la ley de 2 de Marzo ha
creado un ámbito propio, sereno, científico.

y que nD me digan los señores médicos de cabecera,
en este caso los pedagogos o meditadores docentes, - que
be niegan a asistir a esta criatura, porque no trae filiación
legítima. Ella ha menester de toda la cíancia de aquéllos y
ante tal deber de asistencia, el prejuicio del estado cívíí que
después de todo puede regularizarse, ha de parecer deta.Ile
secundario o tema de segundo plano,

y si no logran aquéllos sustraerse a este prejuicio jurídi-
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co, piensen un instante en que la Universidad, del punto de
vista cultural y ético, decae día a día, y se nos muere, no
siendo probable que la salven oxorcísmos estrepitosos, sino
terapeutas serenos y realizadores.

(16 de Marzo de 1934).





IV
La autonomía de la Universidad

El Ministro de Instrucción Pública nos refiere la
opinión del Dr. Martín C. Martínez.

Le hablé a ustedi en nuestra última entrevista del dic-
tamen del doctor Alfredo Vázquez Acevedo, - nos dijo
el doctor Abadie Santos.

Hoy destacaré otra opinión, valiosa, a saber, la d el doc-
tor Martín C. Mar tínez, maestro de í rrecusable ejecutoria
universitaria,

Se le sometió el 23 de Agosto de 1919 á este Consejero
Nacional, el proyecto Mezzera integrado por 16 artículos.
Veamos sus observaciones sustanciales.

1.0 - El doctor Mar tínez establecía que reglamentos,
planes de estudio. número tie materias y de años de ca-
rrera para adquirir títulos universitarios, obedecerían a
este proceso:

a) Iniciativa de cada Escuela.
b) Revisión por el Consejo Central.
e) Caso de desacuerdo,' poder de decisión confiado al

~.liJlistI·ode Instrucción Pública.

y bien; la ley de 2 de Marzo de 1934 entrega los dtcta-
menes discrepantes a), b) y e), al poder decisivo del Par-
lamento. (Art. 10. que fué suspendido a la primera obser-
vación de la alta autoridad universitaria).

2.° -- El mismo Consejero Nacional redactó un artículo
9.° que establece los siguientes recursos administrativos
contra todas las resoluciones de los Consejos Directivos.

a) Reposición (oposición), ante los mismos.
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b ) Apelación ante el central, al sólo efecto de la anu-
lación del acto por causa de ilegalidad o violación de los
reglamentos.

e) Para el caso ,de díscrepancías entre las dos autorída-
des preindicadas, nuevo recurso para ante el Ministro de
Instrucción Pública; lo propio si el acto emanara del Con-
sejo Central. Sólo tiene por objeto tal recurso ante el P..
E., 'la anulación del acto ilegal: no su reforma. Esto es
importante.

y bien: la ley 2 de Marzo establece la 'firmeza de la re-
solución del Consejo Central, eliminando en principio la
intervención del P. E. y otorgando, en cambio, recursos
j'udiciales en ciertos casos que expresa.

3.9 - La ruesignación de Rector, la entregaba el doctor
Martínez a la elección directa d e todos los ciudadanos ti-
tulados por las Facultades Superiores,. debidamente in s-
críptos en padrones especiales.

y bien: 'esta fórmula fué insinuada entre las admisibles,
por el P. E. el 8 de Marzo, a las autoridades universitarias.

En efecto: las fórmulas a examinar, insinuadas por el
Ministro· a los señores Decanos delegados por el Consejo,
fueron éstas:

a) Elección de Rector por los titulados.
b) Elección por todos los clau.stros de ,profesores, (sin

olvidar que Enseñanza Secundaria podría, con su populo-
so claustro profesional, SObrepujar a los de las Facultades
Superiores, derlvándose de ello notor ía injusticia).

e) Congreso 'elector integrado por los miembros de los
Consejos Académicos. (Unos 120 votos, más o menos).

e) Por dos tercios d'e votos del Consejo Central.
f) Fórmula del que habla: cada ConsejloDirectivo ele-

varía terna al Gentra1.

Entre esos treinta candidatos se formaría por mayorías
absolutas sucesivamente comprobadas, se escojería una ter-
11a que, organizada por el Consejo Central, se sometería al
P. E. para su elección.

Por dos tercios de votos de este Consejo Central, podría
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también elegirse un candidato no propuesto por los Con-
sejos Directivos. En tal caso, se complementaria la terna
con otras dos candidaturas sucesivamente logradas d'e ma-
yorías absolutas de los votos del Consejo Central.

Obsérvese que el doctor Martínez entregaba en i919 la
elección de Rector a los titulados, pero limitaba la auto-
nomía, bien racionalmente, por cíerto, por el método cien-
tífico de los recursos jerárquicos que no tienen en princi-
pio, límite de grado; por lo cual llegaban al P. E.

En cambio, el artículo 6.° suspendído a la, primera ob-
jecíón de las autor-idades universitarias, mantenía el régi-
men legal anterior al 2 de M1rzo corriente, pues nada in-
novaba en materia de eIlecci6n de Bector, .

En cuanto a elección de Deéanos expresamente se afir-
maba en 1919 el régimen de la ley 31 de Diciembre de
1908, esto es:

a) Derecho de propuesta de cada Consejo.
b) Derecho de elección por ,el Poder Ejecutivo.

El artículo 5.9 de esa ley establece sustancialmente:

"El Poder Ejecutivo nombrará el Decano de cada F'a-
cultad a propuesta del Consejo respectivo".

La innovación par adición del proyecto Mezzera, oídas
las observaciones del doctor Martínez, era ésta:

"El Decano de Enseñanza Secundaria, sin embargo y los
miembros del Consejo respectivo, serán designados a ma-
yoría de votos por los Consejos reunidos de todas las Fa-
cultades, en acto prestóído por el Rector de la Universi-
(lad".

i
He ahí, en violenta síntesis, lo actuado en 1919. Debo

agregar que ,el artículo 19 del proyecto que el ex Consejo
Nacional de Administración envió al Parlamento, decía "ad
pedem literae".

"El Consejo Nacional de Administración, por mterme-
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dio del Ministeri:> de Instruccíén Pública, tendrá el de-re-
cho de Informarse de todos los actos y accíones realizados
por los entes-autónomos de qne habla esta ley".

Hago' notar que nada de esto admití en mi proyecto;
antes bien, rechacé los proyectos que lo establecían.

La ley 2 de Marw, es orgánica, stmplemente; no debía
rozar el problema de la autonomía, que es otra cosa.

La ley 2 de Marzo constituye incuestionablemente, algo
así, no 'cesaré de repetírto, como una cintura jurídica que
aísla hasta donde es posible el ámbito universitario consi-
derado como medio técnico puro, corno un campo neutral,
por consiguiente, del poder político, por naturaleza avasa-
llador, agitado, revulsivo, incompatible con la paz írnpr es-
cindible del gab lnete, del laboratorio, del aula.

Todo 'el contenido del poder reglamentario en lo docen-
te, didáctico o técnico, se elaboraría en su ambiente pro-
pio, así depurado de perturbacíques o ruidos externos, se-
gún fué dicho v prometido en el mensaje presidencial, y en
términos categóricos. (Son mis ideas de 1928).

Galvanizado el organismo, la inevitable reacción ence-
lada y centralizada por la ley, operaría en forma altamen-
te beneficiosa a los fine.s: culturales del país, quedando así
contemplada en todas sus fases dornínantes la gran aspira-
ción de los uníversttartos auténticos.

Yo deseo que estos antecedentes históricos se divulguen,
pues son mul t itud' los opinantes de buena fe que no sólo
desconocen los ocho o diez textos vigentes de la ley de 2
de Marzo, sino que carecen de la noción de esta exégesis

. que vengo sintetizando a fn de que se estime la nct uacíón
del Colegiado e11esta mat erta,
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Para terminar recordaré el decreto 18 de Octubre de
1922, dictado por el ex Consejo Nacional de Administra-
ción,

El 4,° consíderaudo establecía:

"Que reglamentar por la ley el alcance y extensión de
la autonomía de que habla la Constitución, no es sólo una
necesidad para regular la marcha metódica de estos ser-
,-icios, sino también el mejor modo de defendeela de inter-
venciones futuras que pudieran desnaturalizarla",

"La. ley, en efecto, deberá establecer no sólo el límite
de las atribuciones privativas de los entes autónomos, sino
también limitar la acción del Poder Centra l, en los recur-
sos que se interpongan ante él, para cerrarle el camino al
poder de reforma del acto reclamado, que sería la muerte
de la autonomía, PODER Q1JE PODRIA CONSIDE1-L'\RSE
ABSOLUTO, SIN EMBARGO, EN VIRTlm DE QFE EL
Art, 100 SOLO ESTABLECE QUE EL CONSEJO NACIO-
NAL DE ADMINLSTRACION EN'I'ENDERA EN LOS RE-
CURSOS ADMINISTRATIVOS,"

He leído, acaso de Alfonso Feüerbach, este pensamtento :

"El derecho positivo debe crear la paz en el trato huma-
no, mientras dura la guerra en las opiniones, durante la
batalla de los filósofos",

y en Theodor F'on ta.ne, esta sentencia:

"Es preferible que se me haga una injusticia, a que el
mundo esté sin ley".

(18 de Marzo de 1934)
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La autonomía de la Universidad

El Ministro de Instrucción Pública hace conocer los
proyectos de Blanco Acevedo, Rossi, Ramírez, Mus-
sio Fournier, Gallinal y Prando.

Voy a sintetizar hoy otros proyectos de ley por los cua-
les se reglamentaba la autonomía universitaria, nacidos del
Cclegiado o en el Parlamento, durante el último decenio--
nos dijo el doctor Abadie Santos.

Proyecto Blanco Acevedo

El Ministro Blanco Acevedo proyectó bajo capítu)o V,
un sistema de .recur sos administrativos cuyas oaraetertstioas
eran éstas:

1.0 Toda resol uclón de un Consejo Directivo contra la
cual se alegara víolación de la ley, de los reglamentos o
los contratos, sería apelable ante el Central Universitario,
debiendo señalarse concretamente el precepto violado (ar-
tículo 9.°).

2.° Si la resoLución del superior tuera 811 todo o en par-
te revocatoria, procede un nuevo recurso para a~te el Po-
der Ejecutivo. (artículo 12).

También conocería el Ejecu tivo en vía de apelación, en
raso de emanar la resoLución reclamada en la jurisdicción
originaria del Consejo Central Universitario.

Además, el Consejo Directivo de oualquier F¡¡¡oultad, :po-
drá recurrtr an:te el Poder Ejecutivo, st el Superior (Cen-
tral) revoca en todo o en parte una decisión suya (Art, 13).

3.° - Todo 1'eglamenro dictado por el Consejo Central
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debía .ser sometido al Poder Ejecutivo para que observara
si en él se contrariaban preceptos constítucíonales o lega.les
(Art. 15).

La Ley 2 de Marzo, organica de la Universidad aparta
ai Poder Ejecutivo del poder de decisión que emana de los
preceptos indicados en el proyecto Blanco Acevedo.

Pro;yecto Rossi

El doctor Santín Rossi, en su :p,rimer 'proyecto, penetra-
ba también en la esfera de la autonomía, abriendo anoha
vía a la intervención del Poder Político.

Pruebas al canto:

1.0 Por el artículo 5.0, .d~ los nueve miembros de cada
Consejo Directivo, de Facultad, tres serían designados 'por'
el Ministerio de Instrucción Pública.

2.° Por el artículo 13, se establece que de las resolucío-
ues del Consedo Superior de la Universidad, puede recu-
arírse para ante el Poder Ejecutivo, por intermedio <del
Ministerio correspondiente, "en el único caso en que se ar-
gumente violación de las normas o atribuciones establecidas
en las leyes que rijan al organismo uníversítarfo".

Puede afirmarse que no .hay un solo acto administrati-
vo o .hecho de administradón, que no sea susceptible de ím-
pugnación por violación de la ley o - vía indirecta - por
ilegalidad de reglamento.

Esta posibilidad, la corta á cercén la ley de 2 de Marzo
de 1934.

El segundo proyecto Rossi, el ministerial, suprimió aqu e-
Ila delegacíón del Poder Ejec,utivo, ampliando la iní lue.>
cia del Ministro de Instrucción Pública.
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Proyecto Gallinal

El doctor Gustavo Gallinal elaboró un ante-proyecto con
estas características - del .p.unto de vista. de la coordina-
ción de la Universidad con el poder po lít íco.

1.0 La Universidad de la Repúb líca tendrá la más am-
plia autonomía, sin más restricciones que Ias taxatlvamsn-
te establecidas por las leyes. (Reza el artículo 2.°).

2.0 El Consejo Central estaría integrado por tantos man-
datos como el actual, a los cuales se agregaban tres de-
legados del Poder Ejecutivo. (Consejo Nacional ue Admi-
nistración), (artículo 5.").

3.0 El estatuto uníversttario sancionado por el Consejo
Central se sometería al Poder Ejecutivo (Coleg la.do) , 3,1

e-recto de que pudiera éste observar las disposiciones con."
trarias a la Constitución o las Leyes. Caso de conflicto so-
bre el lJIU.lltoentre el Unlvers itarío y el Nacional, decidirá
el Parlamento. (Art. 10.).

4.° IDI Consejo Central denunciará ante el Poder Ejec'u-
tívo, por resolución de dos tercios de votos, las faltas gra-

ves en que incurrieren sus miembros, a los efectos preveni-
dos por el artículo 100 de la Carta de 1917. (Art. 10 in-
císo 11).

5.°· Las resoluciones del Consejo Central confirmatorias
de las del Interior, causan estado; pero las revocator-ías
podrán ser recurridas ante el Poder Ejecutivo, si violaran
las leyes. (Art. 15.).

Nótese, en cuanto al 2.°, que el Poder Ejecutiv:) se ha-
cía presente en el Consejo Central por medio de tres de-
legados, 10 que no ocu rro en la ley de 2 de Marzo.

Examínense las fórmulas enunciadas bajo los demás
numerales, que entregan el podcr de decisión al P. E. Cole-
giado entonces, y en algún caso al Parlamento, ;0 que no
ocur re con la reciente ley.
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Díctamen del doctor Ramírez

El 7 de .setiembre de 19120, el docto r Juan Andrés Ramí-
rez era designado miembro informante de un proyecto de
reg lamen tactón de la autonomía de los entes, emanados
de la 'Comisión de Constitución y Legislacíón-ds la Cámara
de Representantes. (Carpeta N.o 801 de 1923. - Repartido
N.O 274 de Mayo de 1924).

Veamos córno ñué tratada la Un lvers idañ en los puntos
ueurá lgtcos que nos ,preocupan ahora:

1.0 Por '801 ar-tículo 29 se establece la apelabflfdad para
ante el Poder Ejecutfvo, de aquellas reso.luciones cuntra. las
cuales se alegue. violación DE DERECH')S EMEP"GENTES
de la Constatucíón, de las leyes, DE LOS REGLAMENTOS
O DE CONTRATOS L.EGALl\1ENTE CELI~BR:ADOS.

2.° Por el artículo 30, el Poder Ejecutivo (COlegiado), po-
drá suspender los efectos del acto recurrido, en eualquícr
estado de la apelación, sea de oficio o a petrcíón de parte'.

3.0 Los consejeros que hubiesen hecho constar su discor-
dancia con lo resuelto, podrán también solicitar del poder
político, en los ("aS08del artículo 29, la. revocación del ac-
to recurrido.

Excepción: las medidas dlscip lln.arias no podrán ser
objeto de tales recursos. (Artículo 33).

4.0 Por el arttculo 37, todo reglamento sería observado
por el Poder Ejecutivo, en caso de tncoustf tucíon-rltdad o
ilegalidad. Caso de conflicto, sobre el. punto decidiría el
p'arlamento.

El informe producido por el mencionado ex legislador,
que también suscriben los doctores Vicens Thievent y Emi-
lio Frugoni, contiene este período:

"Si en ~o relaeívo a los recursos, el proyecto, lejos de
restringir la autonomía de los entes' administrativos garan-
tiza plenamente su existencia, en el capítulo que compren-
de las disposiciones generales responde con fideiidad al
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mismo propósito, dejando amplio margen a la acción de los
Consejos o Directorios para reglamentar la organización y
funcionamiento de los respectivos institutos". (Rcpart ido
indicado, página 14).

No. menos interesante, por lo coincidente con la norma
dominante de la ley 2 de Marzo, resulta este otr o pasaje
del documento precitado:

"DE LOS RI<JCURSo..<:;.- Esta materia es, indudable-
mente, de capital importancia, como qne se puede aquilatar
por el sistema que se adopte al respecto, EL GR,\.DO DE
AUTONOl\lIA QUE ADQUlEItE UNA IN8TITUCION~' tIo-
cus citado, página 13 y v.) .

Proyecto Prando

El doctor Carlos María Prando, Diputado hacia 1923,
presentó el 3O de Mayo de ese año, (ver "Diario Oficial" de
31 de Mayo de 1923, páginas 560 y siguientes), un ptroyec-
to de ley sobre estas mismas materias.

1.0 Por el articulo 21 se establece que el Poder Ejecutivo
(Colegiado), entenderá por vía de apelación en segunda
instancia, en todas las resolucíones dictadas por cada una
(fe las secciones de la enseñanza. pública, que importen vio-
lación de derechos o lesión de intereses.

(La ley 2 de Marzo niega este recurso para ante el Po-
der Ejecutivo y lo crea para ante el Peder Judicial, que no
tiene complexión política).

2.0 Por el articulo 22 se otorga recurso para ánte el po-
der político cuando se aleguen contra las resolucianes de
la Universidad, violación de derechos emergentes de la
Constitución, de las leyes, DE 1JOS REGLAMENTOS o de
los contratos legalmente celebrados.

3.0 Todo reglamento emanado de autoridad de enseñan-
za pública, se someterá al exámen del Poder Eje,;utivo a

6.
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los efectos de la calificación de su ccnstitucionaltdad y le-
gafídad.

La ley 2 de Marzo no tolera esas intervenciones.

Proyecto Mussío Fourníer

El ~inistro Mussío Fournier, el 9 de Setiembre de 1931,
presentó su proyecto también. Corno S9 vé, o es ésta una
monomanía de los Ministros del ramo, o tina preocupación
seria de los universitarios.

De los 41 artículos del proyecto de aquel bríllante pro-
fesor, hay dos o tres que crean la responsabilidad directa
y personal de los funcionarios infractores de las leyes o re-
glamentos, como lo establece la ley 2 de Marzo .

. Otorga, en los recursos administrativos. intervención al
Poder Ejecutivo, como en los proyectos anteriores.

Conclusión

Es con verdadero placer que, en forma documentada,
pruebo palmariamente estos hechos:

1.0 Que bajo el régimen del Ejecutivo Colegiado, pro-
fesores como Vázquez Acevedo, Martín 0, Martínez, Juan
Andrés Ramírez, Juan César Mussío Fournier, Pablo Blan-
co Acevedo, Santín Carlos Rossi, Carlos María Prando,
Emilio Frugoni, Gustavo Gallinal y otros universitarios,
durante los años 1919 a 1931, entregaron el peder de de-'
cisión en materias del derecho universitario, al poder poli-
tico.

2.0 Que cualquiera de esos proyectos o dictámenes, sin
excepción, ínter íerfan notortameute la autonomía untver-
sitaria.

3.0 Que el único proyecto que no roza de ninguna mane-
ra la autonomía, es el convertido en ley de 2 de Marzo.
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4 o Que ante la simple suspicacia de que los ar tícu los 6.0
y 10, únicos señalados concretamente como propícros a la
acción de influencia del poder po lítíco pudieran rozar la
autarquía de que se trata, el Poder Ejecutivo declaró dichas
disposiciones en suspenso, a la espera del dictamen de la
autoridad universitaria.

Era esto lo que deseábamos evidenciar.

Los hombres pasan y la Universidad queda.
No lo olviden los universHarios auténttcos.

(21 de ~iarzo de 1934)





VI
La verdad queda restablecida

La autonomía Universitaria

El Ministro de Instruoción Pública, doctor Horado Abadíe
Santos en el interesante reportaje que aY3\' publicamos, pun-
tualiza el alcance 'de la ley Uníversttarta, demostrando con
elocuencia hasta qué punto es insidiosa la forma como juz-
gan los órganos opositores esa iniciativa, Que no sólo con-
sagra el concepto autonómico, sino que tiende a estructu-
rar la organización universitaria para lograr una mayor efí-
cacía en el gobierno de nuestro gran 'centro de cultura.

"El Pueblo" de hoy ocupándose de este trascendental
asunto se expresa así,

INSIDIOSA INTERPRETACION DE LA NUEVA .LEY DE
ORGANIZACION UNIVERSITAIUA

El Ministro de Instrucción Pública, doctor Abadío Santos,
que es el autor de la nueva ley orgánica uníversítarta, afir-
ma que ella en su espíritu y en su letra, lejos de atacar la
autonomí~ la acentúa, y la garantiza. El doctor Abadie San-
tos es un distinguido universitario de lar ga actuación, de
alta y merecida reputación íntelectuat, y ha sido durante
toda la vida un palad'in de esa autonomía, y difícilmente ha
);/odido oontrartar sus viejas convicciones al concebir la re-
forma.

LA ACTITUD DEL PODER EJECUTIVO

Pero si de la dtlucídaclón de las disposiciones de la ley
o de su comentario resultara' que cualesquiera de sus artí-
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culos fuera sospechoso de atacar dicha autonomía, el Poder
Ejecutivo que desea respetar las opiniones de todos los
afectados por la ley, autoridades universitarias y estudian-
tes, no se detendría un solo instante en propiciar la dero-
gación de lo que se considerara inconvenlanta, por invadir
facultades propias del organismo universitario.

UN AN'I'ECEDErnrE DrGNO DE NOl'A

No hay que olvidar que fué el actual Presidente de la
República quien desde el Min íster io del doctor Williman,
el año 1907 tuvo la iniciativa de la consagración de la au-
tonomía universitaria por ley, dando por p.rimera vez en-
trada. a los estudiantes en el gobierno de la Universidad.
Corno no hay qu-. olvidar tampoco que, durante su gobierno
revolucionario ha respetado en absoluto sus fueros, a pe

sal' de la evidencia de que en algunas Facultades se hacia
política de carácter subversivo. Es esa política de carácter
subversivo la que se q/ltiere llevar adelanto en los momen-
tos actuales y los estudiantes no deben llamarse a engaño
ni servir de instrumentos de propósitos Inocnresables.

("La Mañana", 7 de Marzo de 1934).

Lo resuelto por el Consejo C. Universitario

Se reunió ayer el Consejo Universitario, a fin de tornar en
consíderactón la respuesta dada por el Poder Ejeoutivo a
la Comisión que, en nombre del referido Consejo gestionó
la derogación de la ley orgánica universitaria, recientemen-
te promulgada.

Dicha respuesta es la siguiente·: El Poder Edecutivo, vis-
ta la gestión Iniciada por el Consejo Universitario, decre-
tará la inmediata suspensión de los artículos 6.° y 10. de
la ley recientemente sancionada, a la espera d'€ que esta
autoridad estudie y proponga las normas sastítutívas que
a su juicio deban regir las materias que a ellos se refieren,

La ley orgánica se mantendrá en vigor con esas excep-
ciones, sin ,perj'uj.cio de las observaciones que ella saigtera
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al Consejo Universitario, a los efectos de su perfecciona-
miento oportuno.

Favorecerá esta solución, la especial circunstancia de
no contener dicha ley casi ninguna disposición de aplica-
ción inmediata.

F11 Consejo Universitario Si! dió por satisfecho, en gran
mayoría, en vista del resultado obtenido por su Comisión
especial y resolvió poner en conocimiento de los Consejos
parciales la respuesta de la referencia.

Así mismo, declaró que ha visto con simpatía el movi-
miento principista del Clamstro que, en defensa de la au-

tonomía universitaria" se ha producido hasta el momento
actual.

"El Pueblo", 8 de Marzo de 1934.
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